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Preliminares 


| compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 

académica de investigaciones jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de 

derecho civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder judicial del 
estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de septiembre de 2017 a la fecha. 


Contiene dos diferentes formas de localizar la información, acorde al autor y 
por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no 
necesariamente representan el punto de vista del poder judicial del estado de 
Guanajuato, el que se desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Abreviaturas, siglas y latinismos empleados 


Art. (arts.) 
Cfr. 

CCEG 
CPEUM 


CPG 
CPEG 


Dr. 

ed. 
Lic. 
LFED 
LEDEG 


LGATP 


LGS 


Mtro. (a) 
No. N?. Num. 
passim. 


p (pp.) 
Vid. (vid in extenso) 


Artículo (artículos) 

Confrontar 

Código civil del estado de Guanajuato 
Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Código penal de Guanajuato 
Constitución política del estado de 
Guanajuato 

Doctor 

edición 

Licenciado (Licenciada) 

Ley federal de extinción de dominio 
Ley de extinción de dominio del estado 
de Guanajuato 

Ley General para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar los Delitos en Materia de 
Trata de Personas y para la Protección 
y Asistencia a las Víctimas de estos 
Delitos 

Ley General para Prevenir y Sancionar 
los Delitos en Materia de Secuestro 
Maestro (Maestra) 

Número 

en varias partes 

página (páginas) 

Ver (ver ampliamente) 
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Código de ética, orientador y límite de conductas 
indebidas 


C.P. y P.C.C.A. Adriana Elena Luna Becerra 


“El político debe tener: amor apasionado por su causa, ética 
de su responsabilidad; mesura en sus actuaciones. 


Max Weber” 


a Ley General de Responsabilidades Administrativas (LGRA) en su artículo 49, 

fracción |, presenta una novedad al incluir como falta administrativa no grave del 

servidor público, aquellos actos u omisiones, que en sus funciones, atribuciones 
y comisiones encomendadas, incumplan o transgredan el contenido de un «código de 
ética». Idéntica medida se hace en la normativa estatal.' 


El Código de Ética del Poder Judicial, como marco de regulación, tiene su 
origen de igual manera en la Ley referida, dado que el su artículo 16 de la Ley General 
de Responsabilidades Administrativas indica que los servidores públicos deberán 


1 Artículo 49, fracción | de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el 
Estado de Guanajuato. 
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observar el código de ética que al efecto sea emitido, para que en su actuación impere 
una conducta digna que responda a las necesidades de la sociedad y que oriente su 
desempeño. 


La responsabilidad administrativa se actualiza cuando los actos u omisiones del 
servidor público afecten los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 
y eficiencia que rigen en el servicio público. La responsabilidad administrativa está 
relacionada estrictamente con el servicio público, que en el caso de las faltas 
calificadas como graves, serán investigadas por la Auditoría Superior del Estado de 
Guanajuato y los órganos internos de control, y substanciadas por el Tribunal de 
Justicia Administrativa. En el caso de las faltas administrativas no graves, serán 
conocidas y resueltas por los órganos internos de control? y en el Poder Judicial del 
Estado de Guanajuato, por el Consejo. 


Ante la integración en la normativa de una herramienta de regulación basada 
en valores éticos, es importante para las instituciones aprovechar la oportunidad de 
consolidar esquemas que han venido estableciéndose para fortalecer el desarrollo de 
los objetivos de la administración pública con honestidad, racionalidad, eficiencia y 
eficacia. Y es que cada que se efectúe el ejercicio de discutir el tema de la corrupción 
será recurrente la conjetura de una cultura arraigada de abuso y la continua búsqueda 
de la oportunidad de obtener beneficios a costa de las debilidades del sistema 
gubernamental, es por ello que los esfuerzos efectuados deben ser orientados para 
impulsar un cambio cultural. 


Como ejemplo del arraigo que tiene esa práctica en nuestra sociedad, se 
enumeran una serie de frases que reflejan la corrupción: 


2 Artículo 124, fracción ll, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato. 
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«Ayúdame a ayudarte», «Ponerse guapo», «¿Cómo nos arreglamos?», «Con 
dinero baila el perro», «No importa que robe, pero que salpique», «No quiero que me 
den, sino que me pongan donde hay», «Qué tanto, es tantito» y «La moral es un árbol 
que da moras”.* 


Las emblemáticas: «El que no transa... no avanza.», «El gandalla no batalla» 
Y ya que tuvimos la transición sexenal: «El año de Hidalgo: tonto el que deje algo» Y 
para el remate: «Año de Carranza, si el año de Hidalgo no alcanza». 


Todas ellas sintetizan el entorno en que se desarrollan las actividades cotidianas 
de realizar, cumplir, evadir o acelerar un trámite, ofrecer un regalo caro u ostentoso 
para obtener o asegurar un favor indebido, de sugerir una gratificación (mordida) para 
evitar un problema o superar un trámite burocrático. Así como, justificar que políticos 
y servidores públicos se enriquezcan en el puesto, siempre y cuando compartan las 
ganancias y aprovechen una posición privilegiada en el servicio público donde puedan 
enriquecerse, e incluso, el gasto desmedido y voraz al concluir un mandato. 


Es así como se ha detectado la importancia de cambiar el rumbo en la actuación 
de la sociedad, y en concreto, de acuerdo a lo aquí planteado, de las y los servidores 
públicos a través de impulsar reglas de comportamiento que al ser recurrentes se 
hagan costumbre, y es que efectivamente un código de ética se establece para 
introducir en un grupo de personas de manera práctica y sin ambigiiedades las 
reglas de actuación esperadas, puesto que este describe las normas mínimas de 
comportamiento requeridas y sirve de guía cuando se tomen decisiones y se adopten 
medidas ante una eventual exposición a desviarse en su observancia. 


3 https://www.enterate.mx/la-corrupcion-en-mexico-en-10-frases/ 
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Ante la necesidad del Estado por recuperar la confianza de la sociedad, se 
ha entendido que un código de ética, como referente de comportamiento, orientador 
y límite de conductas indebidas, no tiene o no debería tener solamente un valor 
declarativo o simbólico en las organizaciones; debe ser observado en las conductas 
y en las rutinas, como ya se manifestó, ser una costumbre, aún más una obligación. 
Pero para que estos códigos pierdan la característica de una norma potestativa, ha 
debido incorporarse su presencia en la norma, donde los servidores públicos no solo 
se rigen por una ética de principios, sino que deben atender a las consecuencias de 
sus acciones y decisiones, condición para lograr el efecto deseado en su puesta en 
práctica, es así como, se origina el establecimiento de sanciones por su incumplimiento. 


Al respecto, la coercibilidad y la sanción de las infracciones se han planteado 
siempre como principal diferencia entre el derecho y la ética. La norma jurídica es 
coercitiva y su violación conlleva sanciones civiles o penales. Esta coerción no existe 
en las normas morales y éticas, así pues la violación de las normas éticas no permite 
este tipo de sanciones y sólo el remordimiento, la desaprobación por parte de la 
comunidad o de quien identifica la falta, ha sido la consecuencia. 


Lo legal nos obliga a cumplir con las normas establecidas en las leyes, 
delimitando lo que se nos permite o no hacer, mientras que una actuación en el marco 
de la ética, siempre se ha previsto como una decisión voluntaria para las personas. 


Actuar fuera de la ley tiene consecuencias que se castigan con penas de 
distinta severidad, mientras que actuar sin ética solo ha implicado una sanción moral, 
que a muchos, incluso, puede resultar indiferente. Esta diferencia entre lo legal y 
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lo ético nos ha permitido entender entonces, que existe la posibilidad de que algo 
legalmente permitido, sea éticamente inapropiado; y que alguna acción prohibida por 
la ley, desde la ética pueda no ser considerada como una conducta reprochable.* 


Un ejemplo simple de ello, es la aceptación de regalos, obsequios y descuentos 
que pueden ofrecer los proveedores de bienes y servicios a funcionarios públicos. En 
lo concreto, no ha existido norma alguna que obligue al servidor público a rechazarlos, 
sin embargo, la aceptación de ellos es censurable, puesto que produce la percepción 
de que no son ajenos a cualquier soborno y genera la tentativa en los particulares de 
influir en una decisión que se espera o se requiere de un servidor público. 


En un escenario ideal, las normas morales corresponden con las normas éticas 
y las disposiciones legales, sin embargo, como se ha señalado, esto no ocurre en la 
realidad, hay puntos coincidentes, pero los hay discrepantes. 


4 Cfr. Jaime Jankelevich. Lo legal y lo ético, para El libero. http://ellibero.cl/opinion/ 
lo-legal-y-loetico/ 
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La labor es buscar los puntos donde la moral, la norma y la ética coinciden 
puesto que la construcción de una nueva cultura no podrá hacerse sin volver a los 
valores, ya que la revaloración de la Ética, no es hoy sólo una cuestión de moda 
llevada a cabo por simples razones de actualidad como pueden ser la corrupción 
política, la pérdida de legitimidad de las instituciones o la mutación de los sistemas 
de valores, sino que corresponde a un movimiento cultural e intelectual de fondo que 
parece anunciar la llegada de un nuevo ciclo en el desarrollo de la humanidad, en el 
que el factor ético será el generador del pensamiento, de la acción y de las relaciones 
de convivencia dentro y fuera de las organizaciones.? 


Tal vez por esa razón cada vez es más frecuente que el derecho encarne 
principios éticos. Es así como, la tradicional práctica médica de informar al paciente 
sobre su estado de salud, las implicaciones y efectos secundarios de un tratamiento, 
así como, los costos en que se incurre al aplicarlo, han resultado en una obligación 
jurídica en algunos países; y los deberes éticos sobre transparencia en operaciones 
financieras y la no especulación con las acciones de una empresa en donde se 
involucra la aportación del capital de particulares, han sido resultado de la atención 


5 Cfr. Jaime Rodríguez-Arana Muñoz. La ética pública constitucional y la buena 
administración. Revista de Administración Pública del Instituto Nacional de 
Administración Pública. 
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a graves escándalos financieros de grandes corporaciones internacionales como: 
Enron, WorldCom, Tyco International, cuyas medidas de salvaguarda y control fueron 
transformadas en la Ley Sarbanes-Oxley*, es decir, en reglas jurídicas imperativas.” 


De ahí pues, que la transformación de los marcos normativos suelen surgir de 
la moralidad subjetiva a una ética practicada, y de acuerdo al impacto, exigencia de 
grupos de influencia o coyuntura, en una expresión de derecho. Es así que, el conjunto 
de costumbres y normas que han sido establecidas como buenas prácticas en sus 
funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, en términos del comportamiento 
del servidor público, ante el debilitamiento de la credibilidad de la función pública y 
aumento incesante de la corrupción, sean propuestas como exigibles, y sancionable 
la desviación a estas. 


El Poder Judicial del Estado de Guanajuato, en el empeño por la excelencia y 
calidad en el servicio, ha realizado esfuerzos encaminados a fomentar la actuación 
ética de sus integrantes, fundamentada en valores universales y comportamientos 
basados en principios de integridad impulsando en septiembre de 2016 el Código 
de Conducta para los y los servidores públicos del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato. 


6 La Ley Sarbanes Oxley se promulgó en Estados Unidos con el propósito de 
monitorear a las empresas que cotizan en bolsa de valores, evitando que el 
valor de las acciones de las mismas sean alteradas de manera dudosa, cuando 
su valor sea menor. Su finalidad es evitar fraudes y riesgo de bancarrota, 
protegiendo al inversionista. Dado que los fraudes generados disminuyeron la 
confianza que tenía opinión pública en los sistemas de contabilidad y sobre 
todo, en la auditoría. 


7 Cfr. Ramón Mullerat. Derecho, moral y ética, para El país https://cincodias. 
elpais.com/cincodias/2013/02/07/economia/1360477708_850215.html. 
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Sin embargo, en la perspectiva de la Ley de Responsabilidades Administrativas 
para el Estado de Guanajuato, ese código de conducta, para que sea entendido como 
norma de acción vinculatoria, ha debido evolucionar a un código de ética, estableciendo 
valores dentro de una institución, normas entendidas y compartidas, ya no solo con 
la buena intención, deseo o voluntad, sino como una obligación en su observancia, 
representando el momento idóneo para el desarrollo de una normativa que sustentada 
en la Ley multireferida, otorgue una estructura que fortalezca la integridad del actuar 
de las y los servidores públicos del Poder Judicial, fiel al compromiso del combate a 
la corrupción. 


Es así que el Poder Judicial en cumplimiento al artículo 16 de la ley en materia 
de responsabilidad administrativa, el 5 de noviembre del 2018, publicó en el Periódico 
Oficial del Estado de Guanajuato el Código de Ética del Poder Judicial del Estado 
de Guanajuato, que ofrece un catálogo de principios éticos, valores y reglas de 
integridad, como normas de comportamiento tendentes a fomentar una imagen de 
profesionalismo y respeto, en todos los ámbitos de la vida social y cultural, que son de 
carácter obligatoria para jueces, consejeros, magistrados y demás servidores públicos 
del Poder Judicial del Estado?, que tiene la finalidad de: 


e Establecer criterios, valores y reglas de integridad que inspiren la conducta ética 
de todos los servidores públicos del Poder Judicial, para lograr la excelencia del 
servicio de impartición de justicia. 

e Fomentar una cultura de transparencia, honestidad y objetividad en los servidores 
públicos del Poder Judicial del Estado. 

e Promover la mejora de los estándares de desempeño profesional de los titulares 
de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial; 


8 Artículo 2 del Código de Ética del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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e Consolidar el principio de la dignidad de las personas, como base de la conducta 
de los servidores públicos del Poder Judicial. 


Como «Principios» que por su importancia y aceptación general deben 
ser intrínsecos al servicio público, y por lo tanto, regir la actuación, establece los 


siguientes: 
e Legalidad 
e Honradez 
e Lealtad 


e  Imparcialidad 


e Eficiencia 
e Economía 
e Disciplina 


e  Profesionalismo 

e  Objetividad 

e Transparencia 

e Rendición de cuentas 

e Competencia por merito 


e Eficacia 
e Integridad 
e Equidad 


Para fortalecer los principios enunciados, el Código establece «Valores», 
definidos como virtudes o cualidades característicos en una persona o acción, que se 
consideran positivos y de gran importancia por un grupo social, y son los siguientes: 
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Interés público 

Respeto 

Respeto a los derechos humanos 
Igualdad y no discriminación 
Equidad de genero 

Entorno cultural y ecológico 
Cooperación 

Liderazgo 


Asimismo, el artículo 9 del Código fija trece «Reglas de Integridad», cuyos 


preceptos guían la actuación el servidor público y le permiten enfrentar dilemas éticos 


ante una situación específica, los que se clasifican en: 


Actuación pública. 
Información pública. 


. Contrataciones públicas, Licencias, Permisos, Autorización y Concesiones. 


Programas gubernamentales. 
Trámites y servicios. 


. Recursos humanos. 
vil. 


Administración de bienes muebles e inmuebles. 


VIII. Procesos de evaluación. 


IX. 
X. 
Xl. 


Xil. 


Control interno. 

Procedimiento administrativo. 
Desempeño permanente con integridad. 
Cooperación con la integridad. 


XIII. Comportamiento digno. 
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Antes de enumerar el contenido de estas reglas, diremos que la integridad es 
obrar con rectitud y apego a los principios. Extrapolando este concepto al ámbito 
de la conducta de los servidores públicos, se definen como íntegros aquellos que 
en su actuación observan los principios y valores adoptados. Así pues, las reglas 
de integridad deben presentar de manera clara, específica y concreta las conductas 
deseadas de las y los servidores públicos, de tal manera que al incumplirse sean 
materia de un procedimiento disciplinario, fundamentado en el artículo 49 de la 
Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato. Así pues, 
enumeramos el contenido de las «Reglas de integridad»? y a manera de ejemplo 
algunas de las conductas que las vulneran: 


|. Actuación pública. Las y los servidores públicos conducen su actuación con 
transparencia, honestidad, lealtad, cooperación, austeridad, sin ostentación y 
con una clara orientación al interés público. 


Vulnera esta regla: 


e  Alfavorecer o ayudar a cambio de dinero, dádivas, obsequios, regalos o beneficios 
personales o para terceros. 

e Utilizar recursos humanos, materiales o financieros institucionales para fines 
distintos a los asignados. 


9 En este artículo se relacionan las Reglas de Integridad y se hace un extracto 
de las conductas que las vulneran, las cuales están relacionadas de manera 
enunciativa, más no limitativa, en el artículo Y del Código de Ética del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato. 
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Il. Información pública. El servidor público conduce su actuación conforme al 
principio de transparencia y resguarda la documentación e información que 
tiene bajo su responsabilidad. 


Vulnera esta regla: 


e  Sustraer, ocultar o eliminar de manera intencional información 0 
documentación. 

e Proporcionar documentación e información confidencial o reservada. 

e Utilizar con fines lucrativos las bases de datos a las que tenga acceso o que 
haya obtenido con motivo de su empleo, cargo o comisión. 


Ill. Contrataciones públicas, Licencias, Permisos, Autorización y Concesiones. 
Las y los servidores públicos que participan en contrataciones públicas 
se conducen con transparencia, imparcialidad y legalidad; orientan sus 
decisiones a las necesidades e intereses de la sociedad, y garantizan las 


Etica judicial 


mejores condiciones para el Estado. 


r 


Vulnera esta regla: 


e No declarar los posibles conflictos de interés, negocios y transacciones 
comerciales que de manera particular haya tenido con personas u 
organizaciones inscritas en el Registro de Proveedores o Contratistas. 

e Formular requerimientos diferentes a los estrictamente necesarios para el 
cumplimiento del servicio público, provocando gastos excesivos einnecesarios. 

e Favorecer a los licitantes teniendo por satisfechos los requisitos o reglas 
previstos en las invitaciones o convocatorias cuando no lo están; simulando 
el cumplimiento de éstos o coadyuvando a su cumplimiento extemporáneo. 
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Ser parcial en la selección, designación, contratación, y en su caso, remoción 
o rescisión del contrato, en los procedimientos de contratación. 

Evitar imponer sanciones a licitantes, proveedores y contratistas que infrinjan 
las disposiciones jurídicas aplicables. 


Programas Gubernamentales. Las y los servidores públicos que participa en 
el otorgamiento de apoyos, garantizará que la entrega de estos beneficios 
se apegue a los principios de igualdad y no discriminación, legalidad, 
imparcialidad, transparencia y respeto. 


Vulnera esta regla: 


Ser beneficiario directo o a través de familiares hasta el cuarto grado, de 
programas o apoyos que se ejecuten en la dependencia en la que presta sus 
servicios. 

Permitir la entrega o entregar apoyos, sin cumplir con las la reglas de operación 
o a quien no cumpla con requisitos. 

Dar trato preferencial o discriminar a cualquier persona u organización en la 
gestión del subsidio o apoyo del programa. 

Proporcionar los subsidios o apoyos en periodos restringidos por la autoridad 
electoral. 

Disponer o hacer uso de la información de los padrones de beneficiarios de 
forma diferente a las atribuciones encomendadas. 


Trámites y servicios. El servidor público que otorga los servicios, atiende a los 
usuarios de forma respetuosa, eficiente, oportuna, responsable e imparcial. 


Vulnera esta regla: 
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Ejercer una actitud contraria de servicio, respeto y cordialidad en el trato, 
incumpliendo protocolos de actuación o atención al público. 

Discriminar por cualquier motivo en la atención de consultas, la realización de 
trámites y gestiones, y la prestación de servicios. 

Otorgar información falsa sobre el proceso y requisitos para acceder a 
consultas, trámites, gestiones y servicios. 

Realizar trámites y otorgar servicios de forma deficiente, retrasando los 
tiempos de respuesta, consultas, trámites, gestiones y servicios. 


Recursos humanos. Las y los servidores públicos que participa en 
procedimientos de recursos humanos, de planeación de estructuras o en 
cualquier cargo se apegan a los principios de igualdad y no discriminación, 
legalidad, imparcialidad, transparencia y rendición de cuentas. 


Vulnera esta regla: 


No se garantiza la igualdad de oportunidades en el acceso a la función pública 
con base en el mérito. 

Contratar a personas que no cuenten con el perfil del puesto. 

Contratar directa o indirectamente como subalternos a familiares hasta el 
cuarto grado de parentesco. 

Disponer del personal a su cargo en forma indebida, actividades de carácter 
personal o familiar ajenos al servicio público. 
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VII. Administración de bienes muebles e inmuebles. Las y los servidores públicos 


que participan en procedimientos de baja, enajenación, transferencia 0 
destrucción de bienes muebles o de administración de bienes inmuebles, 
deberá administrar los recursos con eficiencia, transparencia y honradez, para 
satisfacer los objetivos a los que están destinados. 


Vulnera esta regla: 


Disponer de los bienes muebles e inmuebles y recursos públicos sin observar 
las normas a que le son aplicables o destinarlos a fines distintos al servicio 
público. 

Solicitar la baja, enajenación, transferencia o destrucción de bienes, cuando 
éstos sigan siendo útiles. 


Vill. Procesos de evaluación: Las y los servidores públicos que participan en 


procesos de evaluación, se apegaran en todo momento a los principios de 
legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas. 


Vulnera esta regla: 


Proporcionar indebidamente la información contenida en los sistemas de 
información del Poder Judicial. 

Trasgredir el alcance y orientación de los resultados de las evaluaciones. 
Dejar de atender las recomendaciones formuladas por cualquier instancia de 
evaluación. 

Alterar registros de cualquier índole para simular o modificar los resultados de 
las funciones, programas y proyectos del Poder Judicial. 
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IX. Control interno. Las y los servidores públicos que participan en procesos 
en materia de control interno, generan, obtienen, utilizan y comunican 
información suficiente, oportuna, confiable y de calidad, apegándose a los 
principios de legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas. 


Vulnera esta regla: 


e No se comunican los riesgos asociados al cumplimiento de objetivos 
institucionales, así como de irregularidades que afecten los recursos públicos. 

e Omitir diseñar o actualizar las políticas o procedimientos necesarios en 
materia de control interno. 

e Generar información financiera, presupuestaria y de operación sin el respaldo 
suficiente o presentarla incompleta o confusa. 


X. Procedimiento administrativo. Todo servidor público que en el ejercicio de su 
empleo, cargo o comisión, que participe en procedimientos administrativos 
tendrá una cultura de denuncia, respeto a las formalidades del procedimiento 
y a la garantía de audiencia. 


Vulnera esta regla: 


e Omitir notificar el inicio del procedimiento y sus consecuencias. 
e No otorgar la oportunidad de ofrecer pruebas. 

e  Prescindir el desahogo de pruebas. 

e Excluir la oportunidad de presentar alegatos. 
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XI. Desempeño permanente con integridad. Las y los servidores públicos conduce 


XII. 


su actuación con legalidad, imparcialidad, objetividad, transparencia, certeza, 
cooperación, ética e integridad. 


Vulnera esta regla: 


No conducirse con un trato digno y cordial, conforme a los protocolos de 
actuación o atención al público. 

Recibir o solicitar cualquier tipo de compensación para la tramitación de 
servicios. 

Realizar actividades particulares en horarios de trabajo evitando el uso 
eficiente, transparente y eficaz de los recursos públicos. 


Cooperación con la integridad. Los servidores públicos cooperaran con los 
órganos administrativos que integran el Poder Judicial, así como con las 
instancias encargadas de velar por la observancia de los principios y valores 


Etica judicial 


de la función pública y fortalecimiento de la cultura ética, son acciones que 


r 


propician un servicio público íntegro. 


Detectar áreas vulnerables al manejo de recursos de forma indebida. 
Proponer cambios a las estructuras y procesos para evitar ineficiencias. 
Recomendar, diseñar y establecer mejores prácticas a favor del servicio 
público. 
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XIII. Comportamiento digno. Las y los servidores públicos deben conducirse en 
forma digna sin proferir expresiones, adoptar comportamientos, usar lenguaje 
o realizar acciones de hostigamiento o acoso sexual, manteniendo para ello 
una actitud de respeto hacia las personas con las que tiene o guarda relación 
en la función pública. 


Vulnera esta regla: 


e  Condicionar la obtención de un empleo, su permanencia en él o las condiciones 
del mismo a cambio de aceptar conductas de naturaleza sexual. 

e Obligar a la realización de actividades que no competen a sus labores u otras 
medidas disciplinarias en represalia por rechazar proposiciones de carácter 
sexual. 

e  Condicionar la prestación de un trámite o servicio público a cambio de que 
la persona usuaria o solicitante acceda a sostener conductas sexuales de 
cualquier naturaleza. 

e Expresar comentarios, burlas, piropos o bromas hacia otra persona referentes 
a la apariencia o a la anatomía con connotación sexual, bien sea presenciales 
o a través de algún medio de comunicación. 


De lo que se plantea se desprende que el Código de Ética, no es solo una lista 
de principios generales que parecen estar a la interpretación de las y los servidores 
públicos, si no que se convierten en códigos de actuación que dan una clara definición 
de la manera como se espera actúen. Ello en virtud de que las tendencias recientes 
en la administración pública sugieren que los países deben reconocer la necesidad 
de ajustar sus valores para promover la integridad y contrarrestar la corrupción en 
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el servicio público.*? La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) señala que la corrupción agrava las disparidades sociales y económicas, 
al permitir que la influencia indebida de intereses especiales capture el ciclo de la 
política pública y reduzca la capacidad de respuesta y la eficacia de dichas políticas?” 
de ahí la importancia de las acciones para fortalecer la transparencia, la rendición de 
cuentas, la legalidad y el combate a la corrupción, necesarios para reestablecer la 
confianza y credibilidad en las instituciones públicas, entre ellas, emisión de Códigos 
de Ética como referente de comportamiento, orientador y límite de conductas 
indebidas, puesto que una política pública que no se atiene a normas éticas termina 
siendo una política sin conciencia.*? 


Las y los servidores públicos, así como los ciudadanos, identifican la necesidad 
de prevención de antivalores debido a que se ha reconocido que cuanta más atención 
se otorgue a la prevención, menos se necesitará ejercer la autoridad. La prevención 
es una inversión menos costosa a largo plazo, con un impacto positivo en la cultura 
del servicio público favoreciendo la relación con los ciudadanos. Sin embargo, el 
verdadero cambio se genera en las y los servidores públicos de manera individual y, 
posteriormente en su conjunto; puesto que son los integrantes de una organización 
los que deberán adquirir el compromiso y la responsabilidad de asumir una verdadera 
cultura ética y de servicio a la sociedad, en la conciencia que un código ético que no 
se respeta se convierte en discurso desalentador que produce el efecto contrario, 
reducción de la credibilidad y confianza. Dice Diego Oscar Bautista, en su ensayo, 


10 Cfr. Oscar Diego Bautista. Los códigos éticos en el marco de las administraciones 
públicas contemporáneas. Valores para un buen gobierno. 


11 Estudio de la OCDE sobre la Integridad en México. Informe 2018. 


12 Responsabilidad y Códigos de Ética, Conjunción ineludible en la construcción 
de organizaciones humanas para la gestión Pública. Dra Juliana Ferrer. 
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Máximas clásicas para interiorizar la ética: «La ética pública demuestra que cuando 
se rescatan y fomentan valores éticos en los servidores públicos, estos construyen, 
reconstruyen, fortalecen, motivan, generan integridad y dignidad, lo que genera 
una conducta libre orientada a la realización del bien mediante el cumplimiento del 
deber.»1? 


Así pues, como principal instrumento revelador de la ética pública se 
instrumentan «los códigos de ética» que al ser parte del marco normativo que regula 
la actuación de los miembros que operan dentro de las instituciones públicas, los 
tendrán como herramienta que oriente las decisiones ante una situación dada. En 
el Poder Judicial creemos que en la medida que las instituciones públicas, emitan y 
apliquen sus Códigos de Ética, y basados en éste, sus reglas de integridad, fortalecerán 
la cultura de integridad y con ello proporcionarán a los ciudadanos servicios de calidad 
con estándares éticos, y por ende, contribuirán a recuperar credibilidad y confianza en 
las instituciones públicas. 


13 Cfr. Oscar Diego Bautista. Fundamentos de ética para el servicio Público. 
Colección. Ética Pública y Prevención de la Corrupción en los Gobiernos y 
Administraciones Públicas, del Instituto Nacional de Administración Pública, 
A.C. 
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Réplica al libro: Ética Judicial del magistrado Dr. Alberto 
Ariel Rojas Caballero 


l. Presentación 


| 25 de marzo de 2019 en el auditorio Miguel Hidalgo del Poder Judicial de 

Guanajuato se presentó el libro: Ética Judicial publicado por editorial Porrúa del 

Dr. Ariel Alberto Rojas Caballero, donde tres comentaristas, por antonomasia 
aplicadores de las normas deontológicas del Supremo Tribunal de Justicia, el 
ombusperson, el contralor y la visitadora, comentaron el texto. 


Etica judicial 


Por la trascendencia del evento y la necesaria divulgación de los temas éticos, 


r 


en justicia cotidiana, aquí se reproducen, en sustancia, sus comentarios. 


Comité Editorial 
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Etica judicial 
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ll. Primera Parte. Antecedentes de la obra 
Ombusperson Lic. José Francisco Lara Rodríguez 


ara iniciar cito al Ministro en retiro Mariano Azuela Giiitrón en el prólogo de la 

obra que se reseña: “La Ética Judicial es siempre una filosofía humanista, ya 

que se trata de reglas de comportamiento de los jueces y sus colaboradores 
dirigidas a cumplir compromisos propios de la persona humana vinculados a la función 
judicial relativos a quienes demandan sus servicios”. 


Estas reglas de comportamiento asociadas a la persona humana en el 
ejercicio de la función judicial debe ser de respeto en primer término, entre todos 
los colaboradores de la administración de justicia, dignificando el trabajo que se 
realiza para su buena impartición, y en segundo término y no porque merezca menor 
trascendencia, a los justiciables, quienes con el trabajo realizado por los órganos de 
administración de justicia, confían en las personas que la imparten. Ese es el fin 
primordial, la confianza que con la actuación de los impartidores de justicia se genere 
en toda la sociedad. 


Los que ejercemos la administración de justicia somos seres humanos que por 
la distinta preparación que tenemos a lo largo de nuestra educación, tenemos diversas 
responsabilidades. Así, el juez/a, secretariola, actuario/a u oficial judicial, siendo una 
obligación ética el tratarnos con respeto, dignificando con ello la gran responsabilidad 
de administrar justicia, que debe ser ejemplar a la vista de la sociedad. 


El autor de este manual de Ética Judicial Doctor Rojas Caballero, al citar 
al ministro en retiro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación Juan Díaz 
Romero, señala que “la figura del Juez se levanta sobre dos columnas: la primera el 
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conocimiento técnico del derecho, y la segunda conformada por las virtudes éticas, es 
decir, esos hábitos surgidos de decisiones rectas que nos orientan y disponen hacía 
más disposiciones rectas”. 


Claro, la preparación académica, y la intuición y el buen criterio jurídico, son en 
gran parte lo que se requiere para ser un buen juez, pero sin duda las virtudes éticas 
complementan al buen juez para que sea su trabajo de excelencia, ya que hábitos de 
respeto en todos los aspectos, no solo a los justiciables y al foro en general, sino 
también a los que forman el equipo de trabajo de impartición de justicia, dignificando 
con ello el trabajo que a cada uno de los que laboramos en esta área tan importante 
del Estado. Recordemos que el Juez por su casa empieza, esto es, que la impartición 
de justicia comienza desde nuestro lugar de trabajo, teniendo una conducta intachable 
con nuestros colaboradores, para que de esta forma ellos tengan una conducta similar 
con todos los compañeros de equipo, y en consecuencia esta será la conducta con la 
que se atienda al público y así crear confianza social en la institución: 


Muy acertada la cita realizada de Rodolfo Luis Vigo al señalar lo siguiente: ”... 
ayuda mucho que una persona llegue a la profesión con cierta ética personal adquirida 
con la que conduce su vida, pero agrega que la profesión supone una ética social y 
no meramente individual, en tanto interesan las conductas en razón de lo que estas 
repercuten en uno u otro. Precisa que esa ética aplicada al campo profesional supone 
instalarse en la perspectiva de los usuarios del servicio (el cliente, la sociedad, los 
auxiliares del profesional, los colegas, la institución, etcétera) a los que se pretende 
satisfacer de la mejor forma posible. Es por esto que la ética no es sólo del “ser” 
propio de la profesión, sino del “parecer” de la misma, en el sentido que busca no sólo 
hacer bien el trabajo, sino inspirar la confianza de que se ha puesto todo el empeño 
para ello. Concluye diciendo que por supuesto, en torno a estas sutilezas de la vida 
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profesional nada dice, o dice poco, la ética personal que a cada uno le han enseñado 
en su casa o en la vida, por eso la utilidad de los Códigos de Ética profesional fijando 
y definiendo conductas. 


Con respecto a lo citado con anterioridad, considero que efectivamente 
siempre será recordado el funcionario judicial más por las acciones faltas de ética, 
que por resoluciones plagadas de buen criterio o intuición jurídica, dado que al faltar 
uno de los elementos deja de ser de excelencia el desempeño y con ello se manda una 
señal de mala práctica a la sociedad y consecuentemente se ve afectada la confianza 
de ésta en esa institución. 


Como lo sostiene Azuela Giitrón, a veces se piensa que la ética judicial sólo 
tiene que ver con los ministros, magistrados y jueces y, si acaso, en forma indirecta 
con los secretarios que los apoyan en su trabajo. Aclara el ministro en retiro que no 
es así, dado que el trabajo de impartir justicia comprende múltiples actividades y no 
se limita al pronunciamiento de las sentencias: desde que una persona, confiando en 
el sistema de impartición de justicia del Estado Mexicano presenta una demanda, se 
establece una relación continua con el personal profesional y administrativo del órgano 
que deberá tramitar el asunto hasta su conclusión. En relación con cada expediente 
intervendrán un conjunto de individuos relacionados permanentemente por muchos 
años. Esas vinculaciones internas y externas permitirán ejercitarse cotidianamente 
en los principios de la carrera judicial (independencia, imparcialidad, objetividad, 
profesionalismo y excelencia); así como en las virtudes judiciales (compromiso social, 
decoro, fortaleza, honestidad, humanismo, humildad, justicia, laboriosidad, lealtad, 
orden, patriotismo, perseverancia, prudencia, respeto, responsabilidad, sencillez y 
sobriedad). 
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Todos los que colaboramos en el Poder Judicial tenemos obligaciones éticas, no 
sólo los titulares, los profesionales que forman parte de la carrera judicial, incluyendo 
también a los auxiliares de la administración de justicia. Por ejemplo, cuando se 
habla de discriminación o falta de respeto dentro de los tribunales, generalmente 
lo relacionamos de inmediato al nivel jerárquico vertical descendente, lo que no 
necesariamente es así, ya que estas conductas se pueden dar efectivamente de 
manera vertical descendente, pero también vertical ascendente o bien horizontal. 


Por lo que toca a la responsabilidad ética del juez señala el autor, citando a 
Javier Saldaña Serrano: “En primer lugar habrá de señalar que si bien éste forma parte 
de la nómina de las responsabilidades judiciales, guarda respecto a las legales una 
naturaleza diferente. Aquí, las responsabilidades de tipo jurídico tienen como objetivo 
primario sancionar al infractor de la disposición normativa; la responsabilidad de tipo 
ético busca prioritariamente apelar a la conciencia del juzgador. Lo que se pretende 
con la responsabilidad ética es la reconvención personal del agente para la aceptación 
de la falta y el compromiso firme de no volver a cometerla, conminándolo con esto a 
comprometerse con la excelencia judicial”. 


Los códigos de ética, a diferencia de los códigos disciplinarios y a la generalidad 
de las leyes penales y civiles, carecen del elemento de coercibilidad propio del mundo 
jurídico. La ética no “obliga” como las normas jurídicas, “invita” a las personas 
a comportarse de determinada manera. Ahora bien cuando el juicio formulado 
racionalmente se normativiza, es decir, cuando coincide lo que “se debe hacer” y lo 
que “se está obligado a hacer” por el efecto coercitivo de una norma jurídica, el “deber 
ser” se convierte en deber jurídico. Citando a Sigfrido Steidel Figueroa. Pasamos de 
lo ético a lo jurídico. 
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Manuel Atienza en este sentido aclara que muchos parecen pensar que un 
código sin sanciones (como tendría que ser un código de ética judicial) es inútil; o, 
como decía lhering a propósito de un derecho sin coacción: “un fuego que no quema, 
una luz que no alumbra”. Pero no tiene por que ser así. Podría servir entre otras cosas 
para: 


Hacer que los jueces tuviesen que reflexionar sobre su propia práctica. 
2. Explicar ciertos criterios que, de hecho, inspiran su práctica y, en consecuencia, 
para orientar la misma. 
Facilitar (a otros) la crítica justificada de su profesión. 
Aclarar conductas esperadas socialmente. 
Disuadir voluntades proclives a actuar de forma impropia y 


DAA 


Definir los valores que dirigen a quienes integran la profesión, entre otras. 


El Código de Ética del Poder Judicial de la Federación establece en su punto 3 
de nociones previas: 


“Finalidad. En el Código se recogen los principios, reglas y virtudes judiciales, 
que se consideran idóneos para constituir un referente deontológico, que pueda no solo 
guiar la conducta de los juzgadores federales y sus auxiliares, sino facilitar la reflexión 
ética sobre los diversos aspectos de la función que desempeñan; consecuentemente, 
tales principios y reglas no son elaborados con la finalidad de complementar o 
reglamentar la legislación vigente en materia de cualquier tipo de responsabilidad 
jurídica de los miembros del propio Poder Judicial de la Federación”. 
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El Código de Ética del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, publicado en 
el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 5 de noviembre de 2018, con entrada 
en vigor al día siguiente de su publicación, dispone en el capítulo II Fines del Código, 


Artículo 6*: “El presente Código tiene las siguientes finalidades: 


A. Establecer los criterios, valores y toda regla de integridad que deben inspirar 
la conducta ética de las y los Jueces, Consejeros, Magistrados y demás 
servidores públicos del Poder Judicial, tendientes a lograr la excelencia del 
servicio de impartición de justicia, independientemente del cumplimiento de 
las disposiciones legales que regulan el desempeño de sus funciones; 

B. Fomentar una cultura de transparencia, honestidad y objetividad en el 
desempeño del trabajo de todos los juzgadores y demás servidores públicos del 
Poder Judicial del Estado, mediante la promoción de actitudes que desarrollen 
compromisos con la sociedad, consigo mismos y con la institución a la que 
pertenecen; 

C. Promover en la sociedad en su conjunto, la necesidad de mejorar los estándares 
de desempeño profesional de los titulares de los órganos jurisdiccionales del 
Poder Judicial; absteniéndose de realizar prácticas que afecten las funciones 
o actividades de la administración de justicia; 

D. Ser una herramienta para coadyuvar en la erradicación de todo tipo de 
prácticas que demeriten las funciones propias de la administración de justicia, 
tanto en lo jurisdiccional como en lo administrativo. 

E. Consolidar el principio de la dignidad de las personas, como base de la 
conducta de las y los servidores públicos del Poder Judicial.” 
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La aspiración de la ética es que cada cual vea por sí mismo su validez y opte 
por acatarlas voluntariamente para lograr la excelencia, por ello es que los códigos 
de ética suelen elaborarse con base en criterios o principios que se consideran como 
idóneos para lograr diversos fines. 


Los principios como núcleos concentradores de la ética Judicial pueden 
desglosarse en deberes muy concretos y en ciertas virtudes, tal como en el ámbito 
iberoamericano se ha hecho dentro de la sistemática de cada Código de ética Judicial. 
Cabe destacar que los principios que integran el Código de Ética del Poder Judicial 
del Estado de Guanajuato son: Legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, 
economía, disciplina, profesionalismo, objetividad, transparencia, rendición de 
cuentas, competencia por mérito, eficacia, integridad y equidad. 


Principios que señala el Código de Ética citado tiene el deber de observar todo 
servidor público de dicho poder en el desempeño de su empleo, cargo, comisión o 
función designada. 
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111. Segunda parte. Comentarios a los principios éticos 
C.P. M.F. José Socorro Quevedo Ramírez 


a Real Academia Española en su definición de principio, señala varias acepciones 

entre las que destaco: base, origen, razón fundamental sobre la cual se procede 

discurriendo en cualquier materia. Y la de: norma o idea fundamental que rige el 
pensamiento o la conducta. 


Asimismo, para la definición de la palabra “ética”, señala entre otras, la 
siguiente: “Conjunto de normas morales que rigen la conducta de la persona en 
cualquier ámbito de la vida. Ética profesional, cívica, deportiva.” 


Por lo que en términos más mundanos, diría que los principios son normas 
impuestas por el hombre, que buscan guiar las acciones del ser humano. Al conjuntarlos 
con la palabra ética, entonces podemos considerar que se refiere a criterios de 
decisión fundamentales que los miembros de una comunidad profesional, en este caso 
los jueces, han de tener en cuenta en sus deliberaciones sobre lo que se d ebe o no 
hacer en cada una de las decisiones que tomará en su actividad profesional. 


En el libro “Ética Judicial, el autor menciona como principios de la ética judicial 
a los señalados en la CPEUM en su artículo 100, aplicables a la Judicatura Federal, 
siendo estos: independencia, imparcialidad, objetividad, profesionalismo y excelencia, 
a este último el autor le da tratamiento de virtudes que debe reunir el juzgador. 
Subrepticiamente incluye dos principios más los cuales hace objeto de análisis: la 
motivación y el secreto profesional. 
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Considera a dichos principios, como la base para la formación y actualización de 
funcionarios de dicha Judicatura y no un compendio de principios éticos que pudieran 
ser aplicados en el desarrollo de la carrera judicial. Sin embargo, cuando se habla de 
materia ética, y en función a lo que piense quien escribe, es factible incluir algunos 
más, como podrían ser: honradez, disciplina, integridad, equidad, lealtad, entre otros. 


Independencia 


En relación al Principio de independencia judicial, el autor lo define como 
esencial por encontrarse el juez ejerciendo uno de los poderes del estado, dejando 
claro que el juez no debe estar sometido a ningún hombre, sino solo a la ley. Por tanto, 
la necesidad de independencia que debe tener el juez no puede ser discutida. 


Debe existir una rigurosa separación de la justicia y la política, pues es la 
política la que precede a la ley y no al revés. La ley, al ser un instrumento inanimado, 
hace al juez una especie de vocero a través del cual habla. 


Se incluyen en el libro, textos de distintos códigos de ética: el del Poder Judicial 
Federal, el Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial y el Código Nacional 
Mexicano, que presentan la total coincidencia en anotar en sus primeros artículos y 
capítulos, a la independencia. Con lo anterior se destaca que si alguna dependencia 
debe tener un juez, es hacia el derecho. 


El autor hace énfasis en que la ciudadanía confía en el juez que se orienta 
mediante principios éticos y morales, siendo necesario alejarse de toda influencia, 
incluso aquellas como el agradecimiento o temor a perder el puesto. La inamovilidad 
fortalece la voluntad del juez, pero esta es solo aceptable cuando se tiene a jueces que 
merecen serlo. De no ser así, es preferible la renovación. 
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El juez debe hacer caso omiso de halagos o insultos, pues estos los emiten 
los abogados o justiciables, normalmente en función de los resultados, siendo que 
cualquier resultado se emite con base a ley. Asimismo, se debiera evitar que personas 
lleguen a su oficina a exponer asuntos en juicio, pues dichas entrevistas pueden 
provocar discrecionalidad. En el libro se incluye referencia al ministro Azuela en la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien entregaba a las personas que pedían 
entrevista con él, un oficio que mencionaba: “Es una falta de respeto que soliciten a 
un juez, que dicho asunto se estudie con mucho cuidado, ya que todos los asuntos de 
esa manera se resuelven”. 


En el texto no se hace mención a las cuestiones de “conflicto de intereses”, 
situación que actualmente es notoriamente vigilada por los órganos de control y la 
sociedad misma, y que obvio afecta la independencia. 


No hay que olvidar que en materia de independencia, “como las novias de 
rancho, no solo hay que ser serlo, sino también parecerlo”, y lo mismo pasa con el 
juez, quien debe ser y aparentar, ser independiente. 


Este tema de la independencia es muy complejo y en ocasiones difícil de 
acreditar, pues para que se cumpla, el juez debe ser una persona que no tenga 
amigos, o estos sean totalmente ajenos a su actividad jurisdiccional; ni abogados ni 
justiciables, a efecto de evitar que se piense que alguien podría influenciarlo. Situación 
en nuestra actual sociedad, muy difícil de cumplir. Y el principio de ética judicial obliga 
a denunciar cualquier intento de intervención. 
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El texto refiere que el Código Iberoamericano de Ética Judicial menciona que la 
realidad de la autoridad judicial en particular, exhibe una visible crisis de legitimidad, 
siendo necesarias las previsiones y desarrollos en materia ética. 


imparcialidad 


La imparcialidad se refiere al hecho de que el juzgador no debe favorecer 
o complacer a persona alguna; por tanto, debe hacer una aplicación de la justicia, 
siendo esta la cualidad suprema del Juez. De hecho; “juez” e “imparcial” debieran ser 
consideradas como palabras equivalentes. Por tal razón el juez es una persona que 
debe estar libre de intereses y pasiones de las partes que combaten en el juicio, para 
aplicar la ley siempre igual en casos iguales, sin parcialidad, sin favores, sin olvidos. 
Porque el Juez no es un vengador o un justiciero que trate de emparejar las cosas, 
su función es la de aplicar la ley independientemente de si la misma se considera una 
buena o mala ley. 


El Código de Ética del Poder Judicial de a federación trata el tema señalando 
que el juzgador debe evitar conceder ventajas o privilegios, rechazar dadivas, hacer 
o aceptar invitaciones, abstenerse de prejuzgar, etc. A su vez el Código Nacional 
Mexicano señala que deberá abstenerse de intervenir en causas en donde se 
comprometa su imparcialidad. 


Es de notar entonces que la imparcialidad además de ser un principio, es un 
valor, una virtud y sobre todo una herramienta que asegura la impartición de justicia. 
Por tanto, la piedad, la clemencia, la compasión o la lástima, no son válidas en las 
resoluciones judiciales, pues se podría afectar la credibilidad de los tribunales. 
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Sin embargo, lograr juzgar con esta imparcialidad no es tarea sencilla, pues 
seguramente en todos lados hay muchas tentaciones. Y a manera de ejemplo digo que 
la tendencia humana es apoyar a los más débiles, por lo que un juzgador debe tener 
una gran fortaleza que le permita en el momento que viste su toga, concentrarse en el 
caso olvidando incluso sus corrientes ideológicas y prejuicios personales. 


Es muy adecuado decir que la imparcialidad es una herramienta útil para 
asegurar la impartición de justicia, y eso está muy bien; sin embargo, no se menciona 
de qué manera podemos asegurar la actuación imparcial parte de los juzgadores. Y 
esa señores, es la parte complicada. No sé si psicológicamente sea posible y adecuado 
que previo al inicio de participar en una resolución se pudiera seguir un protocolo 
de concentración en el caso, de eliminación de prejuicios. Tal vez no sea posible, y 
considero que aunque lo fuera, el punto de partida seria que el juzgador ponga de su 
parte para que dicho protocolo funcione. 


Pero entonces, ¿cuál es la solución, si es que la hay? La solución sería que 
desde la escuela se impriman dichos valores a los estudiantes, más aún, desde la 
familia. Sin embargo, considerando lo que es viable, lo que se enseña en la escuela 
lo que los alumnos van a aplicar en su ejercicio profesional, por tanto debe ser 
una materia específica el estudio, y aplicación de dichos principios, entre ellos la 
imparcialidad. Porque son principios fundamentales, y al presentarse de esa manera 
debieran ser la base del derecho, la base para una adecuada impartición de justicia, 
por tal motivo aun antes de comenzar a enseñar el derecho a los estudiantes se les 
debieran reafirmar los principios. 
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Y desde luego que no se puede aplicar lo que no se conoce, por lo que sería 
muy conveniente que los conociéramos como conocemos la palma de nuestra mano, 
(que es un decir, porque la mayoría no conocemos la palma de nuestra mano), lo 
que facilitaría su aplicación, al tenerlos tatuados en el cerebro, por lo que señalar y 
explicar dichos principios debiera ser básico en los exámenes de ingreso y promoción, 
y siempre poder decir, “es un abogado de principios”. 


Objetividad 


Pasamos al tema de la objetividad, la que el autor considera como la actuación 
serena y equilibrada apegada a los criterios que la norma dicta, sin implicar afectos 0 
desafectos, aprehensiones o prejuicios, ni exaltación o exabruptos, irrespetuosidad, 
altanería o arbitrariedad. Menciona el autor que la objetividad es una forma de 
independencia, pero entendido ahora en un sentido estricto. Y yo me pregunto, 
entonces si no será efectivamente más de lo mismo. Y entonces, para que tantos 
principios. Pues efectivamente una cosa nos lleva a la otra, si soy imparcial es porque 
estoy siendo objetivo. No podría ser de otra manera. La falta de imparcialidad o de 
independencia, hará pensar que existe subjetividad al juzgar. 


El Código de Ética del Poder Judicial de la Federación señala que la objetividad 
“es la actitud del juzgador frente a influencias extrañas al derecho, provenientes de sí 
mismo”. Esa característica de que la influencia pueda provenir de uno mismo es lo que 
le da o no, la característica de subjetivo, sin embargo es obvio que esa pensamiento 
interno surge por influencias externas que han ido moldeando mis necesidades, mi 
manera de pensar o mis prejuicios, entonces volvemos a lo mismo. Donde termina lo 
que influyen en mí los demás y donde inicia lo que yo pienso sin haber sido contaminado 
por lo externo. Difícil entonces lograr ese punto justo de equilibrio, identificar esa 
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línea divisoria que me permita decir si fue subjetivo o fue imparcial, sin embargo en 
ambos casos la decisión tomada se verá afectada y alejada de principios, que a final 
de cuentas es lo que perciben los justiciables. 


También señala dicho código de ética que el juzgador procura actuar con 
serenidad de ánimo y equilibrio interno. Sin embargo me pregunto, si hay algo que 
mida dicha serenidad y equilibrio del juez previo al análisis de su caso o emisión 
de resoluciones, para en su caso impedirle evaluar el asunto. Porque nuevamente 
volvemos al hecho de que el juzgador es quien define si esta serenado y si no trae 
algún problema interior, y si le hiciera dicha pregunta a los juzgadores personas, 
nunca me dirán que traen grandes problemas o que no son serenos, y en el caso de 
que reconozcan esa falta de serenidad y equilibrio, incluso mencionaran que dichas 
situaciones nada tienen que ver y que están en posibilidad de emitir resolución o 
efectuar análisis. Situación compleja de demostrar que no es así. 


Y es que podremos llegar al caso de decir que fui objetivo, aunque los demás 
digan que no. Y tal vez lo justifiquemos diciendo: “de acuerdo con mi manera de ser, de 
pensar y de interpretar el derecho, pues como en todo tenemos corrientes doctrinarias 
o filosóficas, somos de derecha o de izquierda, conservadores o liberales, capitalistas 
o socialistas.” 


Por lo que la objetividad está en función a lo que el juzgador o cada persona 
consideren que es objetivo. Aunque parezca un sinsentido no tenemos algo que nos 
ayude a medir la objetividad de manera objetiva. 


Profesionalismo 
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El profesionalismo es una actitud que indica compromiso, entrega en todo lo 
que se hace. Este es un principio que preponderantemente puede ser revisado. 


El Código de Ética del Poder Judicial de la Federación lo define como “Disposición 
para ejercer de manera responsable y seria la función judicial, con relevante capacidad 
y aplicación, e indica cuales son algunas de las características que debe cumplir, 
señalando entre otras, la actualización permanente de su conocimiento, acrecentar su 
cultura jurídica, fundar y motivar sus resoluciones, asumir responsabilidad, aceptar 
sus errores y aprender de ellos, guardar el secreto profesional, tratar con respecto 
y consideración a sus subalternos, tratar con amabilidad y respeto a los justiciables, 
guardar el secreto profesional, administrar con diligencia, esmero y eficacia su 
juzgado, cumplir puntualmente con la asistencia a su tribunal. 


Las disposiciones del Código Nacional Mexicano versan sobre los mismos 
temas. Todos ellos enfocados en poner el mismo escrúpulo y meticulosidad en todas 
las Causas. 


Esta serie de características son deberes fáciles de observar y medir, lo que 
determinará si el juzgador tiene o no un actuar profesional. 


Motivación 


Se incluye a la motivación como un principio en los Códigos Modelo 
Iberoamericano y Nacional Mexicano de ética judicial, considerando a la motivación 
como “expresar, de manera ordenada y clara, razones jurídicamente validas, aptas 
para justificar la decisión”. Se menciona que una decisión carente de motivación, es 
una decisión arbitraria. 
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El Código Nacional Mexicano además señala que para motivar adecuadamente, es 
menester examinar las pruebas con rigor analítico, para argumentar convincentemente 
el porqué de la decisión, asegurando la legitimidad de ésta ante la sociedad. 


La motivación de las sentencias es una garantía de justicia, cuando mediante 
ella se consigue reproducir el itinerario lógico que el juez recorre para llegar a su 
conclusión. Asimismo, en caso de revisar la decisión, es fácil identificar en qué parte 
se ha equivocado o perdido la orientación. No pasa desapercibido para el autor que 
el justiciable exige razones, por lo que cualquier decisión se legitima cuando éstas se 
justifican adecuadamente. 


Sin embargo, considero que este no deberá ser un principio, sino una regla 
metodológica que debe solicitarse a través de la cual se deja la huella de “en que se 
basó el juez para su decisión. Además, es el argumento expuesto por el juez y en el que 
se podría acreditar o percibir la falta de imparcialidad o de subjetividad. Pues como 
ya señale anteriormente, el juez estará influido por su manera de pensar, lo que se 
reflejara en sus argumentos. Y es justamente lo que los justiciables o terceros evalúen 
para calificar su trabajo. 


Secreto profesional 


El Código Modelo Iberoamericano y el Nacional Mexicano señalan que “el 
secreto profesional tiene como fundamento salvaguardar los derechos de las partes 
y sus allegados...”. Y que los jueces tienen la obligación de guardar reserva con las 
causas y asuntos que estudia, y tanto a los medios de comunicación, como en el 
ámbito privado. 
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Este principio también es aplicable a los colaboradores y servidores públicos 
que conocen de los asuntos, para no divulgar información, salvo en los casos que 
expresamente lo señale la ley. 
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Conclusión 


orqué es necesario definir principios, ¿qué acaso no son este algo intrínsecos a 
la sociedad o al gremio que los emita? Tal vez si, pues los principios son normas 
de comportamiento que ayudan y fomentan la convivencia entre personas. 


Sin embargo, es posible que cada persona tenga diferentes principios o 
concepción de ellos. Por lo que se hace necesario que estos principios sean lo más 
parecidos posibles en una institución. Varios individuos con diferentes principios 
pueden llegar a chocar entre ellos y terminar discutiendo, pues es evidente que ambos 
tienen formas diferentes de ver la vida y sus prioridades. 


Si bien es cierto que los principios pueden afectar la vida en general del ser 
humano (principios como amar al prójimo o respetar a los demás), también existen 
principios en otros ámbitos de nuestra vida como por ejemplo nuestro trabajo; y 
es que muchas instituciones establecen una serie de principios ante los cuales los 


Ética judicial 


trabajadores deben responder. 
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Un individuo sin principios será un individuo vacío, sin normas ni reglas morales. 
Su comportamiento no estará regido por ningún tipo de objetivo ético, pudiendo así 
comportarse de forma ruin. 


Fomentar los principios de nuestra sociedad es una tarea realmente importante. 
Debemos inculcar principios éticos en los individuos desde edades tempranas. Es la 
única forma de formar individuos que estén comprometidos con nuestra sociedad. 
Individuos que posteriormente aceptarán y cumplirán esta especie de normas éticas y 
morales que rigen el comportamiento y convivencia entre personas. 
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Es parte fundamental la ética, la moral y el derecho. Por tanto el ideal es 
que hubiera coincidencia en las normas jurídicas, éticas y morales. O que sean lo 
más parecidas posibles. Sin embargo no es así. Lo que en ocasiones nos acarrea 
dificultades. 


Podemos decir que el principio ético es una regla que sirve como guía para 
definir la conducta, ya que recoge aquello que se toma como válido o bueno. 


Etica judicial 
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La excusa absolutoria del acusado mentiroso 
Una mentira legalizada 


Juez y magistrado en retiro 
Mtro. Gilberto Martiñón Moreno 


Introducción 


| presente trabajo es una continuación de uno diverso presentado para la 
obtención de grado de maestro en impartición de justicia penal por la Universidad 
Iberoamericana León, bajo los auspicios del poder judicial de Guanajuato, o bien 
un nuevo enfoque a la luz de los grandes e importantes cambios ocurridos al derecho 


procesal penal en los últimos años. 


Durante la licenciatura repetidamente se escuchaban los conceptos majestad 
de la ley y dignidad de la función jurisdiccional, inasibles, pero luz indispensable para 


ver el camino y vislumbrar la meta: Justicia. 


No se entiende el concepto majestad de /a ley, si no como que todos los seres 
humanos estamos sometida a ella, obligados a inclinarse ante el derecho. 
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La dignidad de la función jurisdiccional, no es comprensible sin la excelencia 
de las personas que la realizan y la conciencia de esa dignidad y el respeto que 
merecen por su investidura, tanto de parte de sus superiores como en general de los 
gobernados. Técnicamente a ello se le llama estado democrático de derecho. 


Lo anterior no condice con la autorización legal dada al imputado para mentir, 
para engañar, para violar el deber de lealtad que la doctrina exige a todos los 


intervinientes en un proceso penal. 


Las razones expuestas han sido el motor psicológico para sostener tanto en el 
trabajo anterior, como en el presente que la excusa absolutoria contenida en la parte 
final del artículo 253 del código penal del estado de Guanajuato debe derogarse, tanto 
más si las razones de su existencia desaparecieron por el arribo del derecho garantista 
que aun cuando el desarrollo es insuficiente en la entidad, se tiene la convicción de 
que será motivo de satisfacción y orgullo en un tiempo no lejano. 


El trabajo precedente se encuentra influenciado, sobre todo, por las reflexiones 
del maestro Trueba Olivares, expuestas en apuntes de cátedra y de la doctora Teresita 
Rendón Huerta en ética del juzgador, dado el propósito de hacer descansar nuestro 
punto de vista en razones éticas (no es moral que el derecho autorice a mentir), aun 


cuando no exclusivamente. 


El presente trabajo comprende dos puntos principales: 1, el señalamiento de 
las excusas absolutorias que se establecen en el código penal del estado y las razones 
que más usualmente son dadas de su justificación; 2, las razones que invalidan las 
que pretenden justificar la excusa absolutoria que favorece al inculpado mendaz, 
concretamente, los derechos humanos que le asisten y que el derecho a guardar 
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silencio y a la no autoincriminación que deriva de aquél, no puede interpretarse al 
absurdo, trayendo a colación el ejemplo, alguna vez leído, relativo a un asunto de 
homicidio, en el sentido de que mal podría alegar ejercicio de un legítimo derecho la 
persona inculpada, inicialmente, por el delito de secuestro que se rehúsa informar el 
paradero de la víctima quien fallece de hambre y sed, ante la imposibilidad de recibir 


ayuda. 


Como colofón se planean las consecuencias que acarrea el hacer mentiroso, 


que no son otras que las ya previstas en la ley. 


Obviamente un trabajo de tan modestas pretensiones no exige abundante 
bibliografía, tanto más porque no hay conflictos importantes entre los estudiosos de 
las excusas absolutorias. 


Por otra parte, los grandes problemas de índole penal que señorean en este 
siglo XXI como son los delitos de cuello blanco, la delincuencia cibernética, los 
delitos ecológicos, los fraudes a naciones enteras que se disfrazan de crisis, ocupan 
desde hace tiempo las mentes más lúcidas de los juspenalistas y el garantismo penal 
paulatinamente, aún con lentitud que exaspera, va abriéndose paso en las mentes y 
en el quehacer de quienes desde trincheras diversas conocemos del drama penal. Es 
ya más cuestión de hacer que de opinar, aunque, por supuesto, ninguna de las dos 
cosas debe abandonarse. 


Concluyo con el reconocimiento al poder judicial del estado de Guanajuato, por 
su permanente afán de ser mejor, siendo una forma para ello el crear oportunidades 
para que sus integrantes expresen sus inquietudes en obras como la presente, 


minúsculo ejemplo de esa aspiración. 
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Capítulo primero 
Indefinición del delito 


l.- Las reformas constitucionales del 18 de junio del 2008 y de 10 de junio de 
2011 


a primera reforma mencionada que fue la adopción del sistema acusatorio 

adversativo y la segunda del derecho convencional, entre una de sus múltiples 

consecuencias, han dado lugar a que se retomen conceptos, desechando los 
inoperantes, reafirmando otros con nuevas razones y creándolos cuando ello se 
considere necesario; aun cuando fundamentalmente son de materia procesal penal 
y de derechos humanos de los imputados y de las víctimas, inciden en el ámbito del 
derecho penal. 


Ahora bien, el código penal del estado de Guanajuato en vigor del 1 de enero 
del 2002, no identifica los elementos de delito, como así lo hacían anteriormente las 
leyes de la materia.' 


De esta forma, válidamente se puede concluir que si el artículo 33 vigente 
en le ley penal establece como excluyente de delito la ausencia de voluntad del 
agente (fracción I)”, la falta del tipo penal de que se trate (fracción l1), la ausencia 
de antijuridicidad (fracciones Ill, IV, V y VI) la excluyente de delito en razón a la 
imputabilidad del agente (fracción VII) y por inculpabilidad (fracciones VIII, IV y X). 


1 El código penal de 1956 definía el delito como *...acto u omisión que sancionan 
las leyes penales. El código penal de 1968, en el artículo 11, definía el delito 
como “...conducta típicamente antijurídica, imputable, culpable y punible”. 
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Entonces, la figura delictiva comprende dichos elementos lo que sumado a la 
punibilidad da lugar a considerar que el legislador tiene como delito la conducta típica, 


antijurídica, imputable, culpable y punible. 


Se salva el estudio de las excluyentes de delito, a las que se hace referencia 
únicamente como preámbulo obligado de este trabajo a más de que la literatura de la 


materia es pródiga sobre el particular. 
1I.- Consecuencias jurídicas del delito 


El titulo tercero del código penal de Guanajuato, se denomina consecuencias 


jurídicas del delito. 


De esta forma pareciera que el legislador adopta la postura de que la punibilidad 
no es elemento de delito sino solo su consecuencia y así también lo reflejan criterios 


jurisprudenciales como el que se trascribe: 


Registro digital: 2000467 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Décima Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: XXVII.10.(VIIl Región) 1 P (10a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro VI, Marzo de 2012, 
Tomo 2, página 1455 
Tipo: Aislada 
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Sentencias penales. Elementos que los jueces deben analizar al 
emitirlas para determinar si existe o no delito y cumplir con el 
derecho fundamental a una debida fundamentación y motivación 
(legislación del estado de Chiapas). 


La sentencia penal condenatoria reviste la característica de un acto 
privativo, pues con ella puede privarse a un sujeto de su libertad, 
propiedades, posesiones o derechos; por ende, se rige principalmente 
por el artículo 14, párrafos primero y tercero, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, que contiene el principio de legalidad 
en materia penal: “no hay delito, no hay pena sin ley”, y sus cuatro 
consecuencias: 1. La prohibición de analogía (nullum crimen, nulla 
poena sine lege stricta); 2. La prohibición de derecho consuetudinario 
para fundamentar y agravar la pena (nullum crimen, nulla poena sine 
lege scripta); 3. La prohibición de retroactividad (nullum crimen, nulla 
poena sine lege praevia) y 4. La prohibición de leyes penales y penas 
indeterminadas (nullum crimen, nulla poena sine lege certa). Luego, 
conforme al principio constitucional en cita, en la sentencia debe 
determinarse la existencia o no de delito, el cual se ha identificado 
como el resultado de una conducta típica, antijurídica y culpable; sin 
embargo, por costumbre, algunos juzgadores estructuran sus sentencias 
a partir del cuerpo del delito y la plena responsabilidad, sin tener apoyo 
jurídico para tal proceder, porque estos conceptos sólo son aplicables a 
las órdenes de aprehensión y a los autos de término constitucional, de 
acuerdo a las reformas a los artículos 16 y 19 de la Constitución Federal, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 8 de marzo de 1999, 
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relativas a los requisitos de fondo para decretar aquéllas. Lo anterior 
alcanza mayor gravedad cuando en la propia legislación ordinaria se 
establece qué debe entenderse por delito, como el caso del Estado de 
Chiapas que en el artículo 9 de su código penal instituye: ”... El delito 
es la conducta típica, antijurídica y culpable” y en el diverso 25 de ese 
ordenamiento dispone qué debe estudiar el juzgador en su sentencia 
al efectuar los juicios de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, pues 
el legislador enunció las “causas de exclusión del delito”, esto es, los 
aspectos negativos del delito, de los cuales puede extraerse a contrario 
sensu, la vertiente positiva, para quedar como sigue: 


Ver cuadro 


Excluyentes del delito 


Ausencia de conducta 

Es la actividad o inactividad que 

se realiza sin la intervención de la 
voluntad del agente (artículo 25, 
fracción |). Pueden mencionarse como 
ejemplos la fuerza física irresistible y 
los movimientos reflejos. 


Conducta 


Es la actividad o inactividad que se 
realiza con intervención de la voluntad 
del agente 
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Tipicidad 

Existe conducta típica cuando estén 
acreditados todos los elementos que 
integran el tipo legal de que se trate. 
Las descripciones típicas suelen 

tener los siguientes elementos a) La 
correspondiente acción u omisión. b) El 
resultado ya sea formal o material. c) 
El nexo causal entre la acción u omi - 
sión y el resultado (formal o material) 
d) La lesión o puesta en peligro a que 
hubiere sido expuesto el bien jurídico 
penalmente protegido. e) Si el tipo penal 
lo requiere: los elementos normativos; 
la calidad espe cífica en los sujetos 
activos o pasivos; medios comisivos 
utilizados; las circunstancias de lugar, 
tiempo, modo y ocasión. f) La forma de 
intervención del o los sujetos activos 
(autoría o participación). g) Elementos 
subjetivo genérico: dolo (directo o 
eventual) o culpa (con representación 
o sin representación). h) Si el tipo legal 
lo incorpora: elementos subjetivos 
específicos 


Atipicidad 

Existe atipicidad cuando no se 
acredite la existencia de alguno de los 
elementos que integran el tipo legal de 
que se trate (artículo 25, fracción 11). 
Asimismo, el dolo se excluye cuando 
la acción u omisión se realice bajo un 
error invencible respecto de alguno de 
los elementos objetivos o normativos 
del tipo (artículo 25, fracción VIII, 
inciso a). 
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Juridicidad La conducta típica es 
jurídica cuando se actualiza alguna de 
las siguientes causas de justificación: 


a) Consentimiento del titular del bien 


Antijuridicidad jurídico afectado: expreso o presunto 


La conducta típica es antijurídica si no — | (8rtículo 25, fracción II). 


interviene en favor del autor una causa o | b) Defensa legítima: expresa o 
fundamento de justificación, esto es, si | presunta (artículo 25, fracción IV) 
resulta contraria al derecho. c) Estado de necesidad justificante 
(artículo 25, fracción V) 
d) Cumplimiento de un deber jurídico 
o ejercicio de un derecho (artículo 25, 
fracción VI). 
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Culpabilidad 


La conducta típica y antijurídica es 
culpable cuando es reprochable al 
sujeto, y sólo puede serlo cuando se 


presentan los siguientes elementos: a) La 


imputabilidad, es decir que al momento 
de realizar el hecho típico, el agente 
tenga la capacidad de comprender el 


carácter ilícito del hecho o de conducirse 


de acuerdo con esa comprensión. b) 
Conocimiento de la antijuridicidad, que 
consiste en que el sujeto conozca la 
existencia de la ley o el alcance de la 
misma. c) Exigibilidad de otra conducta, 
es decir, que atentas las circunstancias 
que concurran en la realización de una 
conducta típica y antijurídica, sea 
racionalmente exigible al sujeto activo, 
una conducta diversa a la que realizó. 


Inculpabilidad 


La conducta típica y antijurídica no es 
reprochable al sujeto por: 


a) Inimputabilidad, es decir que al 
momento de realizar el hecho típico, 

el agente no tenga la capacidad de 
comprender el carácter ilícito del 
hecho o de conducirse de acuerdo con 
esa comprensión (artículo 25, fracción 
VII). 


b). Error de prohibición, cuando se 
realice la acción o la omisión bajo 

un error invencible respecto de la 
antijuridicidad de la conducta, ya sea 
porque el sujeto activo incurra en error 
respecto de la existencia de la ley o el 
alcance de la misma, o porque estime 
erróneamente que está justificada su 
conducta (artículo 25, fracción VIII, 
inciso b). 

c) Inexigibilidad de otra conducta, 
cuando atentas las circunstancias 
que concurran en la realización de 
una conducta típica y antijurídica, no 
sea racionalmente exigible al sujeto 
activo, una conducta diversa a la que 
realizó en virtud de no haberse podido 
conducir conforme a derecho (artículo 
25, fracción, IX). 
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En ese tenor, los Jueces del Estado de Chiapas, al emitir sus sentencias, 
deben analizar si existe o no delito, esto es, una conducta típica, 
antijurídica y culpable, al tenor de los contenidos indicados, para cumplir 
con el derecho fundamental a la debida fundamentación y motivación en 
materia penal. No obstante, si en la sentencia se analizó el cuerpo del 
delito y la plena responsabilidad, tal error nominativo no trascenderá 
si de todas formas el juzgador analizó materialmente los elementos 


señalados en el cuadro. 


PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR 
DE LA OCTAVA REGIÓN. 


Amparo directo 670/2011. 7 de octubre de 2011. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Ybraín Hernández Lima. Secretaria: Sheila Leticia 
Herrera Fernández. 


Sin abundar sobre las razones del legislador y el criterio del juez federal, se 
estima que no puede menos que tenerse la punibilidad como elementos del delito, 
precisamente por ser la consecuencia de un acto u omisión típicamente antijurídica, 


culpable y punible. ? 


Condice lo anterior con la teoría general del derecho pues uniformemente 
los doctrinistas señalan que los hechos son relevantes para el derecho si tienen 
consecuencias jurídicas. De no ser así son simples hechos. * 


2 Cfr. Castellanos Tena, Fernando: Lineamientos elementales de derecho penal. 
Porrúa. México 1988; p. 276. 
3 Cfr. Cardona Arizmendi, Enrique y Ojeda Rodríguez, Cuauhtemoc: Código 


penal comentado del estado de Guanajuato. Cárdenas distribuidores. Irapuato 
Guanajuato. 1978; p. 95. 
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Capitulo segundo 
Excusas absolutorias 


l.- Análisis del vocablo 


diferencia de las causales que incluyen el delito por ausencia de conducta, por 

atipicidad, antijuridicidad, inculpabilidad e inimputabilidad que se excluyen en 

un mismo capitulo las causas que excluyen la pena se encuentran dispersas 
tanto en la parte general como en la parte especial del código penal. 


En las llamadas excusas absolutorias, también denominadas excusas legales 
absolutorias, causas de no punibilidad, causas de exclusión de la pena, causas 
personales que liberan la pena o causas de impunidad, solo falta la punibilidad 


Excusa deriva de latín excusare de ex y causa cuya acepción es idéntica a la 
usual: disculpar o perdonar. Exponer y alegar razones para liberar a uno de la culpa 
que se le imputa. 


Legal: conforme o determinado por la ley. Absolutoria: de latín Ab y so/vere 


desatar. 


Se incluye el concepto /ega/, para destacar que las excusas absolutorias solo 
se encuentran en la ley y no es dable buscarlas fuera de ella. 


La razón de su existencia en la legislación penal es explicada, de manera 
similar, tanto en la doctrina imperante durante buena parte del siglo pasado como en 
el aun joven siglo XXI. 
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Así encuéntrese que Carranca y Trujillo y Carranca y Rivas menciona que en 
las excusas absolutorias falta sólo la punibilidad de la acción; son causas que dejan 
subsistir el carácter delictivo de la acción, causas personales que excluyen solo la 
pena. Se las define, por ello, diciendo: son circunstancias en las que, a pesar de 
subsistir la antijuridicidad y la culpabilidad, queda excluida desde el primer momento 
la posibilidad de imponer la pena al autor y la remisión de la pena obedece particular 


u principalmente a vt/litatis causa.* 


Cuello Calón, expone: que las excusas absolutorias se diferencian de las 
causas de justificación ”(...) en que el acto es antijurídico, ilícito, y de las causas 
de inimputabilidad en que la gente es imputable, y sin embargo, no obstante que el 
hecho es culpable y antijurídico no se castiga. La excusa absolutoria es un perdón 


legal (...).”* 


Bacigalupo sostiene que “en la doctrina se entiende como casos de excusa 
absolutoria, aquellas circunstancias que excluyen la punibilidad sin modificar el 
contenido ni la punibilidad del hecho típico.* 


4 Cfr. Carranca y Trujillo, Raúl y Carranca Y Rivas, Raúl: Derecho penal mexicano. 
Parte General, Porrúa S.A., México 1995; passim. 


5 Cuello Calón Eugenio: Derecho penal, Tomo l. Parte general. Bosch. Barcelona, 
España. 1937; p. 494. 
6 Bacigalupo, Enrique: Estudios de derecho penal y política criminal. Cárdenas 


editor y distribuidor. México. 1989; p. 191. 
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Fernando Castellanos afirma que, “en función de las excusas absolutorias no 
es posible la aplicación de la pena; constituyen el factor negativo de la punibilidad. 
Son aquellas causas que dejando subsistente el carácter delictivo de la conducta o 
hecho, impide la aplicación de la pena”.” 


Zaffaroni dice: que las causas personales que excluyen la punibilidad de la 
conducta “se establecen por puras consideraciones político criminales.”* 


En similar sentido se han pronunciado los tribunales colegiados de circuito 


como se infieren las tesis que a continuación se transcriben: 


Registro digital: 187799 
Instancia: Pleno 
Novena Época 
Materias(s): Constitucional 
Tesis: P.IJ. 11/2002 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Febrero de 
2002, página 592 
Tipo: Jurisprudencia 


Excusas absolutorias y excluyentes de responsabilidad. sus 


diferencias. 
7 Castellanos Tena, Fernando: Lineamientos elementales de..., p. 278. 
8 Zaffaroni Eugenio, Raúl: Manual de derecho penal. Cárdenas editor y distribuidor. 


México 1991; p. 679. 
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Las excusas absolutorias son causas que al dejar subsistente el carácter 
delictivo de la conducta o hecho tipificado como delito en la ley, impiden 
la aplicación de la pena, es decir, son aquellas en las que aun cuando 
se configure el delito, no permiten que se sancione al sujeto activo en 
casos específicos; en tanto que las excluyentes de responsabilidad 
se caracterizan por impedir que ésta surja. En otras palabras, en las 
citadas excluyentes la conducta tipificada en la ley no es incriminable 
desde el inicio; mientras que en las excusas absolutorias la conducta 
es incriminable, pero no sancionable, consecuentemente no relevan al 
sujeto activo de su responsabilidad en la comisión de la conducta típica, 
sino que determinan su impunibilidad. 


Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados integrantes de la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 29 y 30 de enero de 2002. 
Mayoría de siete votos de los señores Ministros Mariano Azuela Gúitrón, 
Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Humberto 
Román Palacios, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. 
Silva Meza y presidente Genaro David Góngora Pimentel respecto 
de la constitucionalidad de la fracción II! del artículo 334 del Código 
Penal para el Distrito Federal; y en relación con el artículo 131 bis del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en virtud 
de que la resolución de su inconstitucionalidad no obtuvo la mayoría 
calificada de cuando menos ocho votos exigida por el último párrafo de 
la fracción II del artículo 105 constitucional, se desestimó la acción de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 de la ley reglamentaria 
de las fracciones | y ll de dicho precepto constitucional. En cuanto al 


76 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


criterio específico contenido en la tesis no hubo discrepancia entre 
los once señores Ministros. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón. 


El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy catorce de febrero 
en curso, aprobó, con el número 11/2002, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil dos. 


Registro digital: 165259 
Instancia: Pleno 
Novena Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: P. V/2010 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Febrero de 
2010, página 18 
Tipo: Aislada 


Excluyente del delito y excusa absolutoria. sus diferencias. 


La figura de excluyente de delito implica que no puede considerarse que 
existió un delito cuando se realicen ciertas conductas con el objetivo 
de proteger determinados bienes jurídicos propios o ajenos, o ante la 
inexistencia de la voluntad de delinquir o de alguno de los elementos 
que integran el tipo penal, aunque se cometa alguna de las conductas 
típicas, mientras que la excusa absolutoria implica que existió una 
conducta típica, pero se excluye la aplicación de la pena establecida 
para ese delito. Es decir, las excusas absolutorias tienen como efecto la 
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determinación de que sí existió la conducta típica y el respectivo delito 
(sus elementos y la responsabilidad del agente), pero por determinadas 
razones el legislador considera que no debe aplicarse la pena; esto 
es, son causas que dejando subsistente el carácter delictivo de la 
conducta o hecho tipificado como delito en la ley impiden la aplicación 
de la pena. Así, las excusas absolutorias no relevan al sujeto activo 
de su responsabilidad en la comisión de la conducta típica, sino que 
determinan su impunibilidad. De lo anterior se aprecia la diferencia 
existente entre una excusa absolutoria y la excluyente del delito, pues 
en la primera se considera que efectivamente se dio un delito y que 
existió un responsable, pero no se aplica pena alguna, mientras en la 
segunda se estima que no se integra el delito y, por tanto, no existe 
responsable y mucho menos una pena. Esta diferencia no es puramente 
teórica, sino que tiene repercusiones en todo el sistema mediante el 
cual se persiguen los delitos y se llevan a cabo los procesos penales, 
pues cuando se trata de una excusa absolutoria, puede llevarse todo un 
procedimiento que terminará con una declaratoria de imputabilidad del 
delito, de ahí que existe la posibilidad de que el titular del monopolio de 
la acción penal la ejerza y se consigne a los probables responsables y, 
posteriormente, seguido el juicio, se les pueda considerar responsables 
del delito, aunque no se les aplique la pena. Por el contrario, cuando 
se trata de una excluyente del delito, puede acreditarse ante el 
Ministerio Público y éste se vería obligado, a no ejercer la acción penal 
si considera que se actualiza alguna de esas excepciones al tipo penal. 
De igual manera, el Juez que advirtiera la actualización de alguno 
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de los supuestos establecidos como excluyentes del delito, tendría 
que absolver al procesado y no lo consideraría responsable, pues 
simplemente no existe delito para la legislación penal. 


Amparo directo en revisión 1492/2007. 17 de septiembre de 2009. 
Mayoría de seis votos. Disidente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, 
Margarita Beatriz Luna Ramos, Mariano Azuela Gúitrón, Sergio A. Valls 
Hernández y Juan N. Silva Meza. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretario: Roberto Lara Chagoyán. 


El Tribunal Pleno, el quince de febrero en curso, aprobó, con el número 
V/2010, la tesis aislada que antecede. México, Distrito Federal, a 
quince de febrero de dos mil diez. 


Registro digital: 170938 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Novena Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: 1.60.P. J/15 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Noviembre de 

2007, página 640 

Tipo: Jurisprudencia 


Excusa absolutoria en el delito de robo. Se actualiza cuando se 
reúnen los requisitos que establece el artículo 248 del nuevo 
código penal para el distrito federal, no obstante que exista una 
conducta típica, antijurídica y culpable. 
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El artículo 248 del Nuevo Código Penal para el Distrito Federal 
(denominado así hasta el 9 de junio de 2006) contiene la figura de la 
excusa absolutoria, en la cual, no obstante que se dé una conducta 
típica, antijurídica y culpable, el legislador ha considerado innecesario 
que se imponga sanción alguna al sujeto activo; así, el precepto citado 
establece específicamente los ilícitos en que se puede actualizar dicha 
figura, entre otros, el delito de robo previsto en el artículo 220 del 
mismo ordenamiento, siempre y cuando: a) no se hubiese cometido con 
violencia física, moral o por personas armadas; b) que no intervengan 
dos o más personas en su comisión; y, c) que no medie en la comisión 
del ilícito, privación de la libertad o extorsión. Ahora bien, los requisitos 
para la procedencia de la excusa absolutoria son: que se restituya el 
objeto del delito, que se satisfagan los daños y perjuicios, y si no es 
posible la restitución, cubrir el valor del objeto, además de los daños 
y perjuicios antes de que el Ministerio Público ejerza acción penal. 
De lo anterior se colige que si en el delito de robo el sujeto activo 
restituye de forma espontánea el objeto del delito con posterioridad a 
su comisión y antes del ejercicio de la acción penal, además no existen 
daños y perjuicios que cuantificar, ni hubo violencia física o moral, ni 
participaron más de dos sujetos en su comisión, ni medió la privación 
de la libertad o extorsión, procede configurar la excusa absolutoria aun 
subsistiendo una conducta típica, antijurídica y culpable. 


SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Amparo directo 746/2004. 30 de abril de 2004. Unanimidad de 
votos. Ponente: María del Carmen Villanueva Zavala, secretaria de 
tribunal autorizada por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 
para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretaria: Silvia Lara 
Guadarrama. 


Amparo directo 2306/2004. 19 de octubre de 2004. Unanimidad 
de votos. Ponente: Roberto Lara Hernández. Secretaria: Rosa María 
Cortés Torres. 


Amparo directo 1566/2005. 13 de julio de 2005. Unanimidad de votos. 
Ponente: Tereso Ramos Hernández. Secretaria: María de la Luz Romero 
Hernández. 


Amparo directo 976/2006. 16 de mayo de 2006. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ricardo Paredes Calderón. Secretario: Daniel Ruiz Flores. 


Amparo directo 2626/2006. 18 de septiembre de 2006. Unanimidad 
de votos. Ponente: Tereso Ramos Hernández. Secretario: Claudio Ojeda 
Pinacho. 


Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de 
tesis 453/2011, de la que derivó la tesis jurisprudencial 1a./J. 65/2012 
(10a.) derubro: “ARTÍCULO 248 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL. LA EXCUSA ABSOLUTORIA QUE ESTABLECE EN RELACIÓN 
CON EL DELITO DE ROBO, REQUIERE PARA SU ACTUALIZACIÓN, QUE 
NO HAYAN INTERVENIDO DOS O MÁS PERSONAS EN SU COMISIÓN.” 
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Registro digital: 187885 
Instancia: Pleno 
Novena Época 
Materias(s): Constitucional, Penal 
Tesis: P./J. 10/2002 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Febrero de 
2002, página 416 
Tipo: Jurisprudencia 


Aborto. La hipótesis prevista en el artículo 334, fracción !lI, 
del código penal para el distrito federal, constituye una excusa 
absolutoria. 


La hipótesis contenida en el citado numeral relativa a que cuando a juicio 
de dos médicos especialistas exista razón suficiente para diagnosticar 
que el producto presenta alteraciones genéticas o congénitas que puedan 
dar como resultado daños físicos o mentales, al límite que puedan poner 
en riesgo su sobrevivencia, siempre que se tenga el consentimiento 
de la mujer embarazada, constituye una excusa absolutoria, pues se 
trata de una causa que al dejar subsistente el carácter delictivo de la 
conducta o hecho tipificado como delito en la ley, impide la aplicación 
de la pena, es decir, aun cuando se configura el delito de aborto, no es 
posible aplicar la sanción. 


Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados integrantes de la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 29 y 30 de enero de 2002. 
Mayoría de siete votos de los señores Ministros Mariano Azuela Gúitrón, 
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Juventino V. Castro y Castro, José de Jesús Gudiño Pelayo, Humberto 
Román Palacios, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. 
Silva Meza y presidente Genaro David Góngora Pimentel respecto 
de la constitucionalidad de la fracción II! del artículo 334 del Código 
Penal para el Distrito Federal; y en relación con el artículo 131 bis del 
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en virtud 
de que la resolución de su inconstitucionalidad no obtuvo la mayoría 
calificada de cuando menos ocho votos exigida por el último párrafo de 
la fracción II del artículo 105 constitucional, se desestimó la acción de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 de la ley reglamentaria 
de las fracciones | y Il de dicho precepto constitucional. En cuanto al 
criterio específico contenido en la tesis no hubo discrepancia entre 
los once señores Ministros. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García 
Villegas. Secretario: Pedro Alberto Nava Malagón. 


El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy catorce de febrero 
en curso, aprobó, con el número 10/2002, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a catorce de febrero de dos mil dos. 


Las causas que excluyen la pena encuentran su justificación en que el derecho 
es un producto social y por ende, en particular del derecho penal, no puede contradecir 
los sentimientos humanos, que tienen su fuente, tanto en leyes de la naturaleza, como 
en la cultura imperante en un lugar y tiempo determinados lo que explica, por ejemplo, 
que las lesiones levísimas ocasionados con anímus corrigendí, dejaran de ser impunes. 


83 


Excusa absolutoria 


Excusa absolutoria 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Debe precisarse que las excusas absolutorias no pueden identificarse con 
alguna condición objetiva descrita en el tipo penal. Tampoco son un obstáculo procesal 
o condición de procedencia de la acción penal. Son, pues, circunstancias extrínsecas 
del infractor de la norma penal que determina la no punición,* por razón de política 
criminal, pero no favorece a los demás sujetos involucrados. 


11.- Excluyentes de punibilidad en el código penal del estado de Guanajuato 


La tentativa desistida 


Siguiendo el orden numérico contenido en el Código Penal del Estado, según el 
artículo 18 último párrafo, no se pena por la tentativa que a quien ha abandonado su 


idea criminal.” 


Lo que obedece obedecen a criterios de política criminal habida cuenta que con 
tales previsiones se estimula al agente para que no consume el delito. 


Homicidio y lesiones culposas 
cometido por allegado 


9 Amuchategui Requena, Griselda: Derecho penal. Il Edición, Oxford, México 
2000; p. 96. 

10 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. Artículo 18 “(...) Si el 
autor desistiere o impidiere voluntariamente la producción del resultado, no se 
impondrá sanción alguna, a no ser que los actos ejecutados constituyan por sí 
mismos delito (...).” 
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El artículo 155 del código penal del estado, establece una causal de impunidad 
en los delitos de homicidio y lesiones culposas siempre que el activo no hubiere obrado 
bajo el influjo de bebidas embriagantes, estupefacientes o sustancias psicotrópicas y 
no abandone injustificadamente a las víctimas.?* 


La razón de la exclusión de la pena se funda en la aflicción que ordinariamente 
se causa al autor del delito. Sumar a ello un proceso penal y una condena implicaría 
una pena innecesaria e inhumana. 


Aborto auto causado imprudencialmente 
y producto de violación 


El artículo 163 del código penal del estado,*? establece dos diversas excusas 
absolutorias en tratándose en el delito de aborto: 


1.- Cuando es causado por culpa de la mujer embarazada. 
2.- Cuando el producto es resultado de una violación. 


11 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 155. El homicidio 
y las lesiones culposos no serán punibles cuando el sujeto pasivo sea cónyuge, 
concubinario o concubina, ascendiente o descendiente consanguíneo en línea 
recta, hermano o pariente por afinidad hasta el segundo grado, adoptante o 
adoptado del activo. Cuando el pasivo sea pariente colateral hasta el cuarto 
grado o esté unido con estrecha amistad con el activo, sólo se perseguirá por 
querella. El homicidio y las lesiones culposos serán punibles cuando el activo 
hubiese obrado bajo el influjo de bebidas embriagantes, estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas o abandone injustificadamente a la víctima.” 


12 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 163. No es punible 
el aborto cuando sea causado por culpa de la mujer embarazada ni el procurado 
o consentido por ella cuando el embarazo sea el resultado de una violación.” 
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El primer supuesto es justificado por la doctrina, pues se estima que la mujer 
que, por su negligencia o descuido, sin voluntad dolosa, causa su propio aborto 
resulta ella la primera víctima de su imprudencia al ver frustradas sus esperanzas de 
maternidad. Agregar a ello un proceso se tiene como aberrante e inhumano. 


En relación a la segunda hipótesis, otrora objeto de debate que prácticamente 
ha desaparecido, mantiene su vigencia las razones de su exclusión en el código penal: 
librar a la mujer de los terribles recuerdos del salvaje atropello de que fue víctima 
con una maternidad odiosa, a más de reconocérsele el derecho a una maternidad 
consiente y querida. 


Díaz de León tiene como irracional penar a una mujer que aborta el producto 
de la violación * “(...) y más irracional aun sería el pretender que para no contradecir 
el orden jurídico penal dicha mujer tuviere que soportar tan indigna maternidad, pues, 
suponiendo que así se estableciera en algún código penal, la pena que se impusiera 
sería inusitada (...).* * Y 


Carrancá y Trujillo y Carranca Rivas, señalan que ”(...) durante la gran guerra 
en Francia, fueron absueltas varias mujeres reos de aborto y aun de infanticidio, 
que alegaron como motivo del delito previa violación por soldados enemigos. Según 
Jiménez de Azua en la interrupción del embarazo para librar a la mujer de los terribles 
recuerdos de un bárbaro atropello, hay una causa sentimental, hasta noble, pero 
egoísta, es decir, personal; esta especie de aborto va transida de una cuantiosa serie 
de motivos altamente respetables y significa el reconocimiento palmario de la mujer 
a una maternidad consiente. En este caso como el de la violación - dice Cuello Calón 


13 Díaz de León, Marco Antonio: Código penal federal con comentarios. Porrúa. 
México; p. 578. 
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- ”(...) yo no dudo la legitimidad del aborto. Nada puede justificar que se imponga a 
la mujer una maternidad odiosa, que dé vida a un ser que le recuerde eternamente el 
horrible episodio de la violencia sufrida (...).* “1 


Rebelión 


En el artículo 242 del código penal del Estado”? se establece excusa 
absolutoria a favor de los acusados del delito de rebelión previsto en el artículo 241 
del código penal.** 


La razón de la impunidad, se ha dicho desde siempre, obedece a que en los 
delitos políticos sea necesario, no cerrar la puerta jamás a quien retoma el camino 
de la legalidad, así sea por miedo o solo temporalmente, según Pavón Vasconcelos el 
arrepentimiento es el fundamento de la excusa. 


Falsedad en falsedad en declaraciones 
e informes dados a la autoridad 


14 Carranca y Trujillo, Raúl y Carranca Y Rivas, Raúl: Derecho penal mexicano... 
p. 56. 


15 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 242. No se aplicará 
sanción por el delito de rebelión a quien habiéndose alzado deponga las armas 
antes de ser tomado prisionero.” 


16 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 241. Se aplicará 
de dos a diez años de prisión y de veinte a cien días multa, a los no militares 
cuando se alcen en armas con el fin de: Párrafo reformado P.O. 03-06-2011 1. 
Abolir o reformar la Constitución Política del Estado. ll. Impedir la integración 
o el funcionamiento de las instituciones emanadas de la Constitución Política 
del Estado. Il. Separar de sus cargos a alguno de los funcionarios del Estado, 
mencionados en el artículo 126 de la Constitución Política del Estado o a los 
miembros de los ayuntamientos. 


Y 
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El artículo 253 de la ley penal del estado de Guanajuato,'” establece excusa 
absolutoria a favor del autor de falsedad en declaraciones e informes dados a la 
autoridad siempre que se trate del inculpado. 


La ratío de la excusa es derivada del derecho de defensa que es tenido de 
manera amplia e irrestricto porque lo contrario afectaría el derecho fundamental a la 
no autoincriminación y el estado no está en posibilidad de exigir al activo un actuar 
diferente. Este tema se retomará en el siguiente capítulo. 


Evasión de detenidos, inculpados o sentenciados 


El artículo 270 del código penal del estado** establece una causa de exclusión 
de la pena que se apunta en móviles afectivos que derivan de las relaciones familiares 
y favorece a quien es señalado como responsable de delito de evasión de detenidos, 
inculpados o condenados. 


La ratio de la excluyente de pena es la conveniencia de respetar la inclinación 
natural de los parientes próximos al detenido de evitarle un mal. 


17 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 253. A cualquier 
persona que en la promoción, declaración, informe, peritaje, traducción o 
interpretación que haga ante la autoridad competente se conduzca falsamente, 
oculte o niegue intencionadamente la verdad, se le impondrá de dos a ocho 
años de prisión y de veinte a ochenta días multa. Párrafo reformado P.O. 03-06- 
2011 Lo previsto en este artículo no es aplicable a quien tenga el carácter de 
inculpado.” 


18 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 270. Están 
exentos de pena los ascendientes del evadido, sus descendientes, cónyuge, 
concubinario o concubina, hermanos, parientes por afinidad hasta el segundo 
grado, parientes consanguíneos en línea colateral en segundo grado, excepto 
en el caso de que hayan proporcionado o favorecido la fuga por medio de la 
violencia o que fueran servidores públicos en ejercicio de sus funciones.” 
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Queda fuera del excluyente de pena quien favorezca la fuga por medio de la 
violencia o fuere encargado de conducir al evadido. 


El artículo 272 de la legislación penal del estado reza: “Al detenido inculpado 
o condenado que se evada, no se le aplicaran las sanciones de este capítulo.” 


La normal inclinación del hombre por la libertad justifica la impunidad del 
evadido cualquiera que haya sido la forma en que logre su propósito; sin embargo, sí al 
evadirse realiza algún otro ilícito, este no queda comprendido en la eximente de pena. 


Encubrimiento 


Suele invocarse como ejemplo de excusa absolutoria la prevista en el 
artículo 277 del código penal establecida por el legislador a favor de acusados de 


encubrimiento: 


1.- Si se trata de parientes en línea recta ascendente o descendente, 
consanguínea a fin o por adopción 

2.- El cónyuge, concubinario o concubina y parientes colaterales con 
consanguinidad hasta el cuarto grado y por afinidad hasta el segundo. 

3.- Quienes estén ligados con el agente por amor, respeto, gratitud o estrecha 


amistad. 


La benevolencia del legislador deriva de los deberes y afectos familiares e 
incluso, por respeto a la opinión pública, pues se considera que el favorecimiento a 
quienes llevan la misma sangre, se ama o se respeta, es una imposición de la naturaleza 


que permite al hombre subsistir. 
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La misma rafío explica que la excusa no proteja a quien obre por motivos 
reprobables o realice otro delito. 


Contra la hacienda pública 


El delito contra la hacienda pública previsto en el artículo 282 del código 
penal cuenta también con una excluyente de pena al establecer “no se impondrá 
pena alguna a quien hubiere omitido el pago total o parcial de alguna contribución 
u obtenido el beneficio indebido si lo entera espontáneamente con sus recargos y 
actualización, antes que la autoridad fiscal competente descubra la omisión o el 
perjuicio, o mediante requerimiento orden de visita o cualquier otra gestión notificada 
por la misma, tendiente a la comprobación del cumplimiento de las obligaciones 


fiscales”. 


La motivación de la excusa absolutoria se tiene como meramente pragmática: 
Que la hacienda pública logre un pronto y cabal pago de los adeudos que con ella 
tiene el imputado y este se libere de las molestias, angustias y gastos que implica un 


proceso penal. 


Para hacer acorde la excluyente de pena con la doctrina que explica y justifica 
las eximentes de punibilidad en razón a cuestiones personales del activo, habrá que 
considerar que la persona física que voluntariamente cubre sus obligaciones fiscales, 
previamente omitidas dolosamente, indica mínima culpabilidad. 
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Capítulo tercero 
La autorización para mentir del acusado 
Una excusa legal sin excusa racional 


n el capítulo anterior se hace referencia a las causas eximentes de penas 
establecidas en el código penal del estado y someramente se alude a las razones 
de política criminal que les explican: 


1.- En razón al afecto existente entre consanguíneos, cónyuges o concubinos, o 
por respeto, gratitud y amistad, virtudes que son tenidas socialmente valiosas 
(encubrimiento, evasión de detenido etc). 

2.- Excusas en razón a la maternidad consiente; (aborto culposo o cuando el 
producto es el resultado de una violación. 

3.- Excusas a un interese social preponderante (falsedad del inculpado. 
desistimiento de rebelión. 

4.- Excluyentes de pena por la mínima culpabilidad (robos de mínima cuantía, 
delitos contra la hacienda pública. 

5.- Por ser innecesaria e irracional la pena dada la gravedad de las lesiones 
sufridas por el activo, senilidad o grave enfermedad. 


Se estima que las concepciones doctrinales que legitiman las excusas 
absolutorias son justificadas, incluso es deseable que se amplié su número e incluir 
el aborto terapéutico; sin embargo, la contenida en el artículo 253 in fine del código 
penal del estado es injustificada, dado que las razones que la originaron han dejado 
de ser válidas. 
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En efecto encuéntrese que el Maestro Cardona justifica la exclusión de la pena 
por el irrestricto reconocimiento del derecho de defensa. 


El gran respeto que se tiene por el maestro Cardona y su innegable influencia 
en el derecho penal del estado de Guanajuato, no es suficiente para inhibir el rechazo 
que se hace a su postura, puesto que ningún derecho humano es irrestricto. 


Solo para ejemplificar se tiene presente, que la libertad probatoria que asiste 
a las partes, tiene como limitantes la pertinencia y legalidad, según lo establece el 
artículo 346 del código nacional de procedimientos penales. 


Castellanos Tena refiere que ”(...) la propia Constitución protege al inculpado 
con una rica gama de garantías; por ende, el Estado, en el caso de la excusa mencionada 


de exigir un obrar diferente (...).”?* 
El poder judicial federal ha sostenido: 


Registro digital: 179607 

Instancia: Primera Sala 
Novena Época 

Materias(s): Constitucional, Penal 
Tesis: 1a. CXXI11/2004 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Enero de 2005, 
página 415 

Tipo: Aislada 


19 Castellanos Tena, Fernando: Lineamientos elementales de.... p. 281. 
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Derecho de no autoincriminación. Alcance del contenido en el 
artículo 20, apartado a, fracción Il, de la constitución federal. 


El artículo 20, apartado A, fracción Il, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establece la garantía específica del derecho 
del inculpado de no declarar en su contra, la cual supone la libertad de 
aquél para declarar o no, sin que de su pasividad oral o escrita pueda 
inferirse su culpabilidad, es decir, sin que su derecho a guardar silencio 
sea utilizado como un indicio de responsabilidad en los hechos ilícitos 
que se le imputan; de ahí que el derecho de no autoincriminación deba 
entenderse como la garantía que tiene todo inculpado a no ser obligado 
a declarar, ya sea confesando o negando los hechos que se le imputan, 
razón por la cual se prohíben la incomunicación, la intimidación y la 
tortura, e incluso la confesión rendida ante cualquier autoridad distinta 
del Ministerio Público o del Juez, o ante éstos sin la presencia de 
su defensor, carecerá de valor probatorio. De dicha garantía no se 
desprende que el inculpado esté autorizado para declarar con falsedad 
ante la autoridad, sino solamente a no ser obligado a declarar, pues 
de las exposiciones de motivos del referido artículo constitucional se 
infiere que lo que pretendió el Constituyente fue que el inculpado no 
confesara, por motivos de conveniencia, un delito que no cometió, o que 
su confesión fuera arrancada por tortura de parte de las autoridades, 
pretendiendo con ello la veracidad de dicha prueba confesional o, en su 
caso, que el inculpado tuviera el derecho de guardar silencio. Además, 
la referida garantía rige todo el proceso penal, incluida la averiguación 
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previa, sin que existan limitaciones al respecto por parte de la ley 
secundaria, ello en términos del último párrafo del apartado A del 
artículo 20 constitucional. 


Contradicción de tesis 29/2004-PS. Entre las sustentadas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, ahora Primero en Materia 
Penal del mismo circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Tercer Circuito. 22 de septiembre de 2004. Unanimidad 
de cuatro votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario: Carlos Mena Adame. 


Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema 
de la contradicción planteada. 


Registro digital: 199642 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Novena Época 
Materias(s): Penal 
Tesis: 11,.20.P.A.44 P 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo V, enero de 1997, 
página 471 
Tipo: Aislada 


Falso testimonio, delito de, y garantía de plenitud de defensa. 


La fracción Il del artículo 20 constitucional contiene el llamado derecho 
de “no autoincriminación” que, en relación con la garantía de plenitud 
de defensa, significa la facultad que tiene todo inculpado de abstenerse 
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de declarar, o de hacerlo en los términos que estime pertinentes, aun 
cuando con ello se faltare a la verdad; por tanto, resulta violatorio de 
garantías el sostener lo contrario y pretender que, en tal hipótesis, el 
faltar a la verdad por parte del incriminado constituya el delito de falso 
testimonio de acuerdo con aquellas legislaciones en las que, para la 
configuración de dicho ilícito, no se haga distinción alguna en cuanto 
a la calidad específica del sujeto activo, pues aun admitiendo que éste 
hubiere declarado con falsedad, es inconcuso que tal actitud representa 
el ejercicio del citado derecho a no autoincriminarse y de declarar, en su 
caso, como considere adecuado, lo que constituye, en materia penal, un 
motivo de justificación consagrado como causa de exclusión del delito en 
la generalidad de las legislaciones punitivas del país, independientemente 
de que el derecho ejercitado esté previsto en la propia Constitución 
General de la República, en este caso en la citada fracción Il de su 
artículo 20, pues de las causas de justificación, la conocida como 
“ejercicio de un derecho”, entre otras, al ser una proposición permisiva 
abierta, requiere una labor judicial de complementación que hace 
necesario acudir a diversos dispositivos u ordenamientos legales y no 
exclusivamente al Código Penal, siendo incluso mayor la trascendencia 
e irrefutabilidad de esa excluyente cuando el derecho ejercido está 
elevado al rango de garantía constitucional. 


SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y 
ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 276/96. Blanca Esther Galeote Sánchez. 21 de 
agosto de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Manuel Vega 
Sánchez. Secretario: José Nieves Luna Castro. 


Nota: Por ejecutoria de fecha 27 de septiembre de 2000, la Primera 
Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 64/99 en que participó 
el presente criterio. 


Registro digital: 210501 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Octava Época 

Materias(s): Penal 

Tesis: VI. 20. 69 P 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIV, Septiembre de 1994, página 
331 

Tipo: Aislada 


Falsedad en declaraciones judiciales e informes dados a una 
autoridad. El inculpado, no incurre en el delito de. (legislación de 
Puebla). 


En ejercicio del derecho a defender su libertad personal, los inculpados 
pueden alegar lo que sea, aun cuando se trata de falsedades, pues como 
indiciados no declaran bajo protesta de decir verdad, sino que deben ser 
exhortados para así conducirse. Asimismo, si el inculpado se encuentra 
involucrado en la investigación de un delito, desde que comparece a 
declarar por primera vez adquiere esa calidad y por consecuencia, no 
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puede incurrir en el delito de falsedad en declaraciones judiciales e 
informes dados a una autoridad, previsto en el artículo 254 fracción | 
del Código de Defensa Social del estado, aun cuando falte a la verdad, 
pues en términos del artículo 20 fracción II constitucional, no puede ser 
compelido a declarar en su contra. 


SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 


Amparo en revisión 166/94. María Josefina Loyo García. 8 de junio 
de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: José Mario Machorro Castillo. 


Registro digital: 220534 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Octava Época 
Materias(s): Penal 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo IX, Febrero de 
1992, página 189 
Tipo: Aislada 


Falsedad ante la autoridad, delito de, no puede cometerlo el que 
tenga carácter de inculpado. (legislación del estado de Veracruz). 


El artículo 268 del Código Penal del Estado de Veracruz, que prevé y 
sanciona el delito de “falsedad ante la autoridad”, en su última parte, 
dice: “Lo previsto en este artículo no es aplicable al que tenga el 
carácter de inculpado”. Ahora bien, tal carácter nace en el momento 
mismo en que el individuo a quien le pueda resultar una responsabilidad 
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de consecuencias punibles, es detenido y llevado a declarar ante 
el Ministerio Público en la etapa de averiguación previa, y no por el 
hecho de que sea protestado y exhortado para conducirse con verdad 
al declarar pierde esa característica, como tampoco esa circunstancia 
implica que sea compelido a deponer en su contra, con infracción a 
lo dispuesto por el artículo 20, fracción ll, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; en consecuencia, si el individuo se 
encuentra en esa situación, involucrado en la investigación de un delito, 
desde que se inicia la averiguación respectiva adquiere la calidad de 
inculpado y, por ende, la excepción señalada en la última parte del 
precepto inicialmente citado, lo excluye como sujeto activo de tal ilícito. 


CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEPTIMO CIRCUITO. 


Amparo en revisión 14/90. María del Carmen Morán Rodríguez. 8 
de noviembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Omar Losson 
Ovando. Secretario: Gonzalo de J. Morelos Avila. 


Registro digital: 262981 
Instancia: Primera Sala 
Sexta Época 
Materias(s): Penal 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen XXI, Segunda 
Parte, página 49 
Tipo: Aislada 
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Falsedad en declaraciones judiciales. Acusados (legislación de 
Veracruz). 


En el artículo 182, fracción IV, del Código Penal aplicable se lee, en el 
párrafo final, que lo prevenido en esa fracción no comprende el caso 
en que la persona examinada tenga el carácter de acusado, y debe 
considerarse que si en las declaraciones rendidas por las quejosas 
aparece que no fueron protestadas para producir su declaración, sino 
exhortadas para hacerla, esto es lo debido, puesto que ya el ofendido 
había hecho una denuncia de hechos delictuosos que imputaba 
precisamente a las quejosas y ellas comparecieron en calidad de 
indiciadas, es decir, señaladas como protagonistas de los hechos 
y no simplemente como testigos, que es a quienes debe tomárseles 
la protesta de decir verdad, conforme al artículo 238 del Código de 
Procedimientos Penales de Veracruz, pero no al inculpado, ya que 
según el artículo 20 constitucional, fracción ll, el acusado no podrá 
ser compelido a declarar en su contra, por lo cual queda rigurosamente 
prohibida toda incomunicación o cualquier otro medio que tienda a aquel 
objeto. Y se violaría el expresado precepto de nuestra Ley Fundamental 
si se obligara al acusado a declarar bajo protesta, de tal manera que si 
desde su primera declaración incurre en mentira, no comete el delito de 
falsedad ni ningún otro delito, por virtud del precepto que se acaba de 
invocar y que no establece distinción para el caso en que se examine 
al acusado, ya sea en la averiguación previa que forma parte del 
procedimiento penal, o bien al rendir su preparatoria o cualquiera otra 
declaración ante su Juez. 
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Amparo directo 3057/58. Estela Gómez de Rizo y coagraviada. 31 de 
marzo de 1959. Cinco votos. Ponente: Carlos Franco Sodi. 


Registro digital: 306371 
Instancia: Primera Sala 
Quinta Época 
Materias(s): Penal 


Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo LXXXI, página 
1803 


Tipo: Aislada 
Acusados, falsedad de las declaraciones producidas por los. 


La Primera Sala de la Suprema Corte ha sustentado el criterio de que el 
delito de informes falsos dados a una autoridad no puede ser imputado, 
cuando la falsedad la comete el inculpado o procesado, con objeto de 
eludir la responsabilidad criminal que se le atribuye, fundando dicho 
criterio en la fracción Il del artículo 22 constitucional, que establece 
que ningún acusado puede ser compelido a declarar en su contra, y, por 
tanto, se iría en contra de esta garantía constitucional, si se sancionara 
a los inculpados que al declarar, se produjeran con falsedad. 


Excusa absolutoria 
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Amparo penal directo 6306/43. Ayala Félix. 26 de julio de 1944. 
Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del 
ponente. 


Pueden resumirse las teorías favorables a la mentira impune del procesado en 
que quien altere la verdad para evitarse un perjuicio no puede ser castigado por ello, 
pues no se puede obligar a acusarse o a perjudicarse así mismo. No obra con ánimo 
de perjudicar sino de defenderse. 


Ahora bien, el derecho a no declarar comprende la no auto incriminación, pues 
si el imputado legalmente puede abstenerse de declarar, con mayor razón puede 
abstenerse de hacerlo contra sí mismo. 


El derecho a no declarar que asiste al inculpado, más que un derecho natural, 
esto es en los dictados propios de la naturaleza humana de evitarse daños, debe 
buscarse en los derechos humanos reconocidos en los convenios internacionales y en 
la propia constitución. Ello implica que el inculpado puede bien no declarar o declarar 
omitiendo lo desfavorable, lo cual excluye el argumento de que, si se exige al inculpado 
a que se conduzca con verdad, se le obliga a declarar contra sí mismo. 


Al derecho humano que le asiste al inculpado de la no autoincriminación se 
suma la presunción de inocencia (fracción | apartado B de la Constitución Política de 
los Estados Mexicanos). Derecho que es tenido como eje de la reforma constitucional 
de 2008, según la guía de consulta pública por el Gobierno Federal en julio de 2008, 
en la que se sostiene además, que la presunción de inocencia ”(...) tendrá efecto en 
cada uno de los pasos del proceso penal, desde su inicio y la investigación hasta la 
sentencia (...).” 
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El artículo 11.1 de la declaración universal de derechos humanos de 10 de 
diciembre de 1948 dispone que “toda persona tiene a derecho a que se presuma su 
inocencia mientras que no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley y en un juicio 
público en el que se hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.” 


Se reitera ese derecho en el pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
de 19 de diciembre de 1966. 


El código nacional de procedimientos penales en el artículo 309? ordena que 
se haga saber al inculpado de manera inmediata comprensible, en el primer acto en 
que participe, el que se presume su inocencia. 


Respecto de la presunción de inocencia cabe una digresión: Ciertamente los 
tratados y convenios internacionales, la Constitución y la jurisprudencia internacional 
y nacional hacen referencia al derecho fundamental del imputado a ser considerado 
inocente mientras no se declare legalmente su culpabilidad; sin embargo técnicamente 
no puede hablarse de una presunción habida cuenta que ésta es un procedimiento 
lógico que permite relacionar dos hechos estableciendo entre ellos una razón de 
causalidad, de esta forma estaría constituida por actividad probatoria del órgano 
jurisdiccional, en el momento de fijar los hechos estableciendo el nexo lógico entre 
dos afirmaciones, siguiendo las reglas contenidas en los criterios de los Tribunales 
Judiciales Federales, entre otros: 


20 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 309. Si el imputado 
decidiera declarar en relación a los hechos que se le imputan, se le informarán 
sus derechos procesales relacionados con este acto y que lo que declare puede 
ser utilizado en su contra, se le cuestionará si ha sido asesorado por su Defensor 
y si su decisión es libre. Si el imputado decide libremente declarar, el Ministerio 
Público, el Asesor jurídico de la víctima u ofendido, el acusador privado en su 
caso y la defensa podrán dirigirle preguntas sobre lo que declaró, pero no estará 
obligado a responder las que puedan ser en su contra. 
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Registro digital: 225970 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Octava Época 
Materias(s): Civil, Común 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo V, Segunda 
Parte-1, Enero-Junio de 1990, página 378 
Tipo: Aislada 


Prueba presuntiva. Su valoración. 


Los tribunales, según la naturaleza de los hechos la prueba de ellos y 
el enlace más o menos necesario que exista entre la verdad conocida y 
la que se busca, apreciarán en conciencia, el valor de las presunciones, 
hasta el grado de poder considerar que su conjunto forma prueba plena. 


SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 


Amparo directo 48/90. Rafael Dante Olivares Bazán. 20 de febrero 
de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 


Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia VI.20.C. J/217, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XV, enero de 2002, página 1205, de rubro: “PRUEBA 
PRESUNTIVA. SU VALORACIÓN.” 


Registro digital: 296539 
Instancia: Primera Sala 
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Quinta Época 
Materias(s): Penal 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo CXIX, página 3342 
Tipo: Aislada 


Prueba presuntiva, apreciación de la, en materia penal. 


La prueba presuntiva es la consecuencia de deducción de hechos 
conocidos, para averiguar la verdad de otro desconocido, mediante una 
operación mental con apego a las reglas de la lógica, operación ésta 
que entraña un razonamiento y produce una conclusión. Para juzgar 
sobre la eficacia jurídica de la prueba presuntiva, precisa determinar, 
en primer lugar, si los indicios están debidamente acreditados y, en 
segundo lugar, si existe enlace lógico y natural entre ellos y si no hay 
deficiencia en la inferencia, por lo que si ninguno de estos vicios se nota 
en la apreciación de la prueba por la responsable debe concluirse que 
la valoración realizada es congruente en los principios que rigen esta 


prueba. 


Amparo penal directo 6527/50. Por acuerdo de la Primera Sala, de 
fecha 8 de junio de 1953, no se menciona el nombre del promovente. 
10. de febrero de 1954. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Agustín 
Mercado Alarcón. 


Registro digital: 361908 
Instancia: Tercera Sala 
Quinta Época 
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Materias(s): Civil 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XXXVIIl, página 
718 
Tipo: Aislada 


Prueba presuntiva. 


Si en una demanda de amparo se alega que la autoridad responsable 
infringió las reglas reguladoras de la prueba presuntiva, al apreciar las 
presunciones que se desprenden de autos, para tener por acreditada 
la acción deducida, sin que se precise en qué consiste esa mala 
apreciación, el agravio debe declararse infundado, independientemente 
de que la valoración de las presunciones es del arbitrio judicial. 


Amparo civil directo 393/31. Palomar y Vizcarra Miguel. 24 de mayo 
de 1933. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el 


nombre del ponente. 


Presunto culpable y presunción de inocencia no son cuestiones antónimas. Hay 
presunción de culpabilidad en la investigación preliminar. No tendría sentido realizar 
una investigación contra una persona si se parte del supuesto que es inocente. La hay 
en las medidas cautelares. Así se manifiesta en la orden de aprehensión e incluso, de 


manera implícita, en el auto de vinculación a proceso. 
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Existen restricciones a la libertad y derechos del imputado, derivado de la 
sola tramitación del proceso y por ello existen una serie de formalidades, cargas y 
obligaciones procesales que legitima las prácticas de las diligencias. La inocencia se 
impone porque no se ha probado lo contrario. La falta o insuficiencia de la prueba de 
la culpabilidad equivale a la prueba legal de la inocencia. 


De lo expuesto se sigue que se tenga como inadecuada la postura de quienes 
sostienen que se excluyen los conceptos de presunto culpable y la presunción de 
inocencia. Este derecho se traduce en respeto a la dignidad humana y mientras no 
se dicte sentencia firme ningún servidor público podrá presentar a una persona como 
culpable ni brindar información sobre de ella en ese sentido. 


Es un principio relativo a la teoría de la prueba que lo ordinario no es materia 
de comprobación. Lo usual es que las personas no delincan, esto es son inocentes, 
ergo no tienen que probarse esto. Debe probarse lo que no es ordinario, esto es, que 
si se realizó un delito. 


Porque el imputado es presunto culpable, aunque el término este satanizado, 
es que tiene derecho a defenderse y cuenta con las garantías que se listan en el 
artículo 113 del código nacional de procedimientos penales y que condicen con los 
derechos humanos que en su favor se establecen tanto en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos como en los tratados internacionales de la materia. 


El concepto posible autor o participe es mucho más amplio que el de presunto 
culpable, puesto que, al hablar de presunción, se está hablando de pruebas y no de 
meras posibilidades. 
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Retomando el tema respecto a la justificación o no de la excusa absolutoria 
establecida a favor del inculpado que miente, se tiene presente que el derecho a la 
no auto incriminación y la excusa absolutoria de la que se trata pueden englobarse 
genéricamente en el derecho a guardar silencio, independientemente de lo que declare 
el imputado sea o no perjudicial para el mismo. 


Si de acuerdo a la convención americana sobre derechos humanos y al pacto 
internacional de derechos civiles y políticos que son vinculantes para México, al tenor 
en lo establecido en el artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, tiene derecho a ser oído dentro de un plazo razonable, sin que el juicio pueda 
retrasarse por causas imputables al impartidor de justicia; acceso fácil a un tribunal 
competente e imparcial, a que se presuma su inocencia, mientras no se pruebe su 
culpabilidad conforme a la ley, a un debido proceso, a tener un defensor o un traductor 
si es necesario, a conocer la acusación y a no ser obligado a declarar contra sí mismo, 
a presentar pruebas y a objetar la que otras partes presenten, a estar presente en 
el juicio y a ser tratado en igualdad de circunstancias y a recurrir la sentencia ante 
un tribunal de mayor jerarquía y a no ser sometido a un nuevo juicio por los mismos 
hechos si es absuelto en sentencia firme, resulta innecesario e injustificado mantener 
la excusa absolutoria a la que sea hecho mención repetidamente. 


El repetido artículo 253 de la ley penal, al establecer la excusa absolutoria 
a favor del inculpado no establece distinción alguna; esto es, el imputado puede 
mentir en lo que le plazca; sin embargo, el código nacional de procedimientos penales 
establece, en el artículo 309 párrafo IV, la obligación del inculpado de proporcionar 
sus datos de identificación. 
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La falta de información sobre sus generales o el proporcionar datos falsos 
sobre estos, podrán ser considerados como indicios de sustracción de la justicia para 
los efectos de la aplicación de las medidas cautelares; esto es si el inculpado miente 
sobre esos datos puede existir una consecuencia gravísima: Prisión preventiva según 
lo establecido en el artículo 168 de la citada ley adjetiva penal. 


Ciertamente la consecuencia es meramente procesal, sin embargo, su gravedad 


es manifiesta. 


Por otra parte, encuéntrese que el artículo 4 del código nacional de 
procedimientos penales alude a que los principios, derechos y garantías, previstos por 
este ordenamiento deben ser observados en todo proceso como consecuencia del cual 
pueda resultar una sanción penal, medida de seguridad o cualquier otra resolución que 
afecte derechos. 


Las partes procesales deben de actuar con lealtad y buena fe, evitando los 
planteamientos dilatorios, engañosos, meramente formales y cualquier abuso de las 
facultades que este ordenamiento les concede. 


El artículo 105 fracción Il de la ley adjetiva, le da el carácter de actor procesal, 
entre otros, al inculpado y a su defensor; consecuentemente el deber de lealtad le es 
exigible al acusado tanto como a los demás actores procesales; por ende, la excusa 
absolutoria que le asiste y a la que repetidamente se ha hecho referencia no condice 
con esa obligación impuesta por el legislador. 
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Si la victima entre sus múltiples derechos tiene el de presentar acusación 
particular y por ende constituirse en parte procesal ¿cómo podría mantenerse el 
equilibrio de las partes si al inculpado se le permite mentir, sin que ello le acarrea 
ninguna consecuencia?. 


Debe tenerse presente que el principio de igualdad ante la ley está íntimamente 
ligado con la dignidad del ser humano y es un elemento esencial del moderno estado de 
derecho. Impone un trato igual para los casos iguales y uno desigual para los que son 
diferentes y aparece consagrado en el artículo 26 del pacto internacional de derechos 
civiles y políticos que establece: “derecho a la protección de la ley sin discriminación. 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a ¡igual 
protección de la ley a ese respecto la ley prohibirá toda discriminación y garantizará 
a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento, o cualquier otra condición 
social; el artículo 14.1 del mismo pacto establece como principio procesal el que 
“todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia” La convención 
americana sobre derechos humanos consagran el artículo 8.2 la igualdad ante la ley: 
todas las personas son iguales ante la Ley. En consecuencia, tienen derecho sin 
discriminación, a igual protección de la ley. 


Si tanto la víctima, en su caso, como el inculpado tienen carácter de 
partes procesales; si a uno y a otro les asisten derechos humanos derivados de la 
realización de un hecho delictuoso, resulta injustificado que el inculpado pueda mentir, 
pueda engañar, pueda desobedecer la obligación de lealtad sin que ello le acarren 
consecuencias negativas. 
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Capitulo cuarto 
Consecuencias jurídicas de la falsedad del imputado 


l.- La falta de razón jurídica 


e conformidad con lo apuntado en los capítulos precedentes, la excusa 
absolutoria contenida en la parte final del artículo 253 del código penal carece 
de justificación y por ende, debe suprimirse. 


Del anterior se sigue, que al dejar de ser impune el comportamiento falaz del 
imputado, debe acarrear alguna consecuencia jurídica, de otro modo parecería que 
la supresión seria inocua; empero no hay tal, pues cuando la falsía constituye otro 
delito, así debe ser tratada, repitiendo que el derecho a la falsedad que el legislador 
del estado de Guanajuato otorga a los que son tenidos como probables responsables 
de un hecho delictuoso se hace derivar de su derecho a guardar silencio. Este derecho 
no debe interpretarse al absurdo, repitiendo igualmente el caso de que una persona, 
tenida como probable responsable del delito de secuestro no podría invocar como 
excluyente de delito el ejercicio legítimo de un derecho al guardar silencio sobre el 
paradero de la víctima quien por ello fallece. 


Cuando la mentira del imputado no tiene ese matiz, las consecuencias jurídicas 


no son otras que las ya previstas en la ley. 


Revisando el código penal del estado, se encuentra que en el titulo tercero, 
denominado precisamente de /as consecuencias jurídicas del delito.?? Por la comisión 
de los delitos descritos en el presente código solo podrán imponerse las penas 


21 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Artículo 38. Por la comisión 
de los delitos descritos en el presente Código sólo podrán imponerse las penas 
siguientes: |. Prisión. ll. Semilibertad. 11. Trabajo en favor de la comunidad. IV. 
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siguientes: |.- Prisión 11.- Semilibertad |1l.- Trabajo a favor de la comunidad IV.- 
Sanción pecuniaria V.- Decomiso de los instrumentos del delito y destrucción de 
cosas peligrosas y nocivas VI.- Suspensión, privación e inhabilitación de derechos, 
destitución o suspensión de funciones o empleos e inhabilitación para su ejercicio y 
desempeño VII.- Prohibición de ir a una determinada circunscripción territorial o de 
residir en ella VIII.- Las demás que prevengan las leyes. 


Incluye la semilibertad y trabajo a favor de la comunidad. 


El trabajo a favor de la comunidad puede ser pena autónoma o sustitutiva de 
la pena de prisión o de la multa según lo establece el artículo 42 de la ley sustantiva 
penal. 


Como pena substitutiva de prisión, su aplicación requiere el cumplimiento de 
varias condiciones, podrá concederlo el tribunal al sentenciado, si la que se le fije no 
excede de cuatro años y cumple con los siguientes requisitos : l.- Que haya pagado 
la reparación del daño y la multa; II.- Que haya observado buena conducta desde tres 
años antes de la comisión del delito hasta la culminación del proceso; III.- Que tenga 
un modo honesto de vivir, cada día de prisión será sustituido por una jornada de 
trabajo a favor de la comunidad) que incluyen el que haya observado buena conducta 
desde tres años antes de la comisión del delito, hasta la culminación del proceso. 


Multa. Fracción reformada P.O. 03-06-2011 V. Decomiso de los instrumentos 
del delito y destrucción de cosas peligrosas y nocivas. VI. Suspensión, privación 
e inhabilitación de derechos, destitución o suspensión de funciones o empleos 
e inhabilitación para su ejercicio y desempeño. VII. Privación de los derechos 
inherentes al ejercicio de la patria potestad, la tutela o custodia, subsistiendo la 
obligación de proporcionar alimentos al pasivo. Fracción adicionada P.O. 03- 
06-2011 VIII. Prohibición de ir a una determinada circunscripción territorial o de 
residir en ella. Fracción recorrida en su orden P.O. 03-06-2011 IX. Las demás 
que prevengan las leyes. Fracción recorrida en su orden P.O. 03-06-2011.” 
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Si el imputado trató de engañar al juez, defraudar a la víctima, violentar 
los principios de lealtad e igualdad procesal, mal puede considerarse que hubiera 
observado buena conducta durante el proceso, ergo, la pena sustituta de trabajo a 
favor de la comunidad es inoperante. 


El sustitutivo de la pena de prisión de semilibertad condicionada, para que 
opere, igualmente reclama varios requisitos: |.- Que haya pagado la reparación del 
daño y la multa; II.- Que otorgue la caución que le sea fijada por el tribunal; 111.- Que 
haya observado buena conducta desde tres años antes de la comisión del delito hasta 
la culminación del proceso; IV.- Que tenga un modo honesto de vivir) que incluye el que 
haya observado buena conducta desde tres años antes de la comisión del delito hasta 
la culminación del proceso. 


Por el expuesto en el párrafo que antecede el comportamiento mentiroso del 
imputado hace improcedente la pena sustituta de la semilibertad condicionada, pues 
lo contrario implicaría admitir que mentir y defraudar, es bueno. 


Conmutación. El artículo 103 de la ley penal del estado de Guanajuato, 
remite al artículo 45 de la misma ley al establecer los requisitos para que proceda 
la conmutación de la pena de prisión por días multa. Según se apuntó previamente, 
el artículo 45 de la ley penal incluye como requisito la buena conducta del imputado 
hasta la culminación del proceso, consecuentemente, la conmutación no favorece al 


imputado mendaz 
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El artículo 105 de la repetida ley penal del estado de Guanajuato, establece los 
requisitos para la suspensión condicional de la pena de prisión”? entre otros incluye la 
buena conducta precedente del activo y hasta la culminación del proceso. 


De esta forma a la luz de las razones que en párrafos previos exponen, la 
condena condicional no opera si el imputado ha mentido, pues no considerarse que 
observó buena conducta durante el proceso si mintió. 


Ciertamente la prisión, como pena, debe aplicarse solo en casos extremos 
dado que la libertad es uno de los bienes más preciados por el ser humano; empero 
se tiene como inaceptable, por una parte, que la ley autorice el engaño y por otra 
que la deslealtad y la mentira carezcan de consecuencias, máxime que las razones 
que otrora se invocaron para justificarla, a la fecha han sido superadas, ergo debe 
desaparecer la repetida excusa absolutoria. 


22 Congreso del estado de Guanajuato: Código penal. “Articulo 105 la condena 
condicional suspende la ejecución de la sanción privativa de libertad impuesta, 
si concurre en los siguientes requisitos : |.- Que no exceda de tres años; que 
sea la primera vez que comete un delito doloso o que no exceda de la segunda 
vez que comete un delito culposo; l!l.- Que haya observado buena conducta 
dentro de los tres años anteriores de la comisión del delito hasta la culminación 
del proceso; IV.- Que tenga un modo honesto de vivir; V.- Que haya pagado la 
reparación del daño y la multa.” 
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Conclusiones 


a ética y el derecho son conceptos complementarios. La norma moral valora las 

acciones del individuo en vista a su supremo bien y el derecho exclusivamente 

vela por la ordenación de la vida social. Busca hacer posible la armonía de las 
conductas para la humana convivencia y por tanto no puede apartarse de la ética. 
Existe la ética del derecho, aun cuando uno y otro concepto no se identifiquen, 
consecuentemente el derecho no debe fomentar conductas contrarias a la ética. 


En un sistema democrático liberal no puede menos que salvaguardarse la 
dignidad de todos, incluyendo aquellos que son señalados como probables autores de 
un delito. Los derechos humanos reconocidos en el artículo 20 constitucional a favor 
de los inculpados comprenden la de guardar silencio y a no declarar en su contra, pero 
no facultan a estos a mentir. 


La declaración de imputados es un medio de prueba y por tanto debe 
someterse a los principios generales de la mismas, entre los cuales se encuentran el 
de lealtad y buena fe, que no se contradice con los derechos humanos que le asisten 
a quien puede optar por guardar silencio. 


La excusa absolutoria establecida a favor de los inculpados por el legislador 
ordinario, relacionada con el delito de falsedad en declaraciones judiciales e informes 
dados a la autoridad, rebasa el derecho humano que le asiste y contradice la eticidad 
que debe tener cualquier norma de derecho. 
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El derecho concedido a los inculpados para falsear declaraciones por sí solo, 
en la mayoría de los casos, es prácticamente inocuo; sin embargo, hace posible injustas 
impunidades cuando es secundario con pruebas falsas y una defensa deshonesta, 
burlando de esta forma los intereses sociales y creando un clima de desconfianza para 
las instituciones encargadas de administrar justicia. 


Basta la desaparición de la excusa absolutoria contenida en el párrafo final 
del artículo 253 de la ley penal para lograr una mayor aproximación al ideal de justicia 
y colmar, aunque sea mínima parte, las expectativas sociales respecto a la función 


del derecho. 


Al desaparecer la posibilidad legal para que los inculpados se conduzcan 
con falsedad ante la autoridad, sin que ello le acarree consecuencia jurídica alguna, 
desaparecen también los problemas que pudieran originarse en casos de autoría 
mediata e inducción al delito de falsedad en declaraciones judiciales cuando tiene ese 


carácter el inculpado. 
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Tesis asilada: Excluyente del delito y excusa absolutoria. sus diferencias. 
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Jurisprudencia: Excusa absolutoria en el delito de robo. Se actualiza cuando se reúnen 
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¿Qué es la causa penal digital? 
Lic. Christian Maribel Sánchez Cornejo 


a causa penal digital es un conjunto de registros, en un soporte digital, de las 
actuaciones de un enjuiciamiento en sede jurisdiccional construido desde la 
primer solicitud hasta su conclusión. 


Las actuaciones que integran el expediente electrónico, son: promociones, 
proveídos del jefe de unidad de causas, razones explicativas, resoluciones escritas de 
los jueces, audios y videos. 


Acorde al sistema oral, la regla es que la respuesta a la solicitud de las partes 
se haga en audiencia y la excepción es que sea por escrito. Pues bien, la solicitud que 
genera una audiencia y que se integra al expediente electrónico en términos genéricos 
sigue el trámite que se grafica. 


Este flujograma ejemplifica genéricamente como se construye el expediente 
digital que representa una evolución de las constancias en papel. 
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1.- Cuando se inicia la 
causa penal digital, se 
determina el número de 
causa, al ingresar los 
datos de inculpado, 
delito y ofendido. 


2.- Cualquier promoción 


se debe ingresar a su 
respectiva causa digital. 


3.- Procede a convocar a las 
partes, ya sea por medio de 
auto para que contenga los 
apercibimientos necesarios 
o bien sin necesidad de ello. 


6.- Verificación de la 
audiencia. 


5.- Procediéndose a 
realizar las notificaciones 
a las partes y quien deba 
intervenir en E 
audiencia. 


4.- De manera aleatoria 
es designado el juez de 
control que ha de 
celebrar la audiencia. 


122 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


7.- Se realiza la minuta 
administrativa, en la que 
además de constar la 
identidad de la causa y 
de las partes, se señala 
en resumen lo resuelto 
por quien resuelve y se 
determinan los oficios o 
tramites que se 
ordenaron realizar. 


8.- Se efectúan los 
ejecutables ordenados 
en audiencia. 
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Comentarios a la Ley de Extinción de Dominio 
Juez Mtro. Hugo Ernesto Hernández 
Introducción 


a delincuencia organizada ha permeado las sociedades actuales en todos sus 

estratos, tornando su desarrollo en una red compleja y eficaz. Es ascendente 

el número de grupos delictivos que se establecen cada día en cualquier parte 
de nuestro país, sin que pueda negarse que la implementación de acciones contra la 
delincuencia no ha tenido el resultado esperado. 


Bajo este panorama, es claro que no se puede encarar a la delincuencia con las 
herramientas que existían hasta hace algunos años. El Estado no puede ser indiferente 
a la criminalidad que se presenta cada día, por lo que debe crear los mecanismos 
policiacos y jurídicos necesarios que combatan eficazmente la delincuencia organizada. 
La implementación de nuevas tecnologías para combatir la delincuencia es uno de los 
avances en la materia. 
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Sin embargo, es necesario que esta lucha sea mediante un combate inteligente 
y no solo a través de la persecución de los delincuentes; en tal sentido se debe abocar 
el Estado a la recuperación de activos que deriven de conductas ilícitas, por lo que 
requiere de herramientas diversas a la fuerza para hacer frente a la ola incesante del 
crimen organizado. 


Así, uno de los flancos que se deben atacar ante tales grupos criminales es 
el económico, pues al debilitar su estructura financiera hace más débil su propia 
organización. 


En este firme propósito de combatir la delincuencia desde diversos ángulos, se 
inserta en el orden constitucional federal la figura jurídica de la extinción de dominio. 
En armonía con ello, el Estado de Guanajuato reforma su Constitución para incorporar 
la misma figura, resultado de lo cual se promulga la Ley de Extinción de Dominio con 
el afán de combatir a estas organizaciones desde el punto de vista económico. 


124 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


| ¿Qué es la extinción de dominio? 


a extinción de dominio como figura jurídica que nos ocupa en la legislación 

vigente”, no es otra cosa que la pérdida del dominio que tenía un particular sobre 

ciertos bienes en favor del Estado, con la característica principal de no tener 
contraprestación para su dueño o para quien se ostente como tal. 


La legislación que la regula, tiene su origen en la reforma del año dos mil ocho 
al artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, seguida 
de la promulgación de la Ley Federal de Extinción de Dominio como ley reglamentaria 
del numeral 22 referido. Esto último acaecido el 29 de mayo de 2009. 


Dicha norma constitucional establece los principios en torno a los cuales se 
desarrollará el procedimiento de extinción de dominio: 1. Será jurisdiccional y autónomo 
del de materia penal; 2. procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos 
contra la salud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y enriquecimiento 
ilícito. 


1 En diciembre de 2018 se avala por la cámara de diputados la reforma al Artículo 
22 y 73, Fr. XXX de la CPEUM, dentro de la cual se amplia el listado de delitos 
sobre los cuales procede la extinción de dominio, sin que aún sea promulgada 
la nueva ley de la materia. 
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Il Antecedentes 


ara combatir a los grupos criminales se requiere no solo abocar los recursos al 

mejoramiento de las instituciones policiacas y fuerzas de seguridad del Estado. 

También resulta importante el debilitamiento de sus estructuras financieras 
mediante la recuperación de activos, pues estas redes delictivas cada vez operan con 
mayores recursos económicos, lo que permite su expansión en cualquier ámbito. 


Así, los estados al tener el deber de brindar seguridad y protección a la sociedad, 
requieren necesariamente mecanismos para este combate a la delincuencia organizada. 
Como consecuencia del surgimiento de cada vez más grupos de esta naturaleza, se 
tienen como instrumentos de combate a nivel internacional, la Convención de las 
Naciones Unidas Contra la Corrupción?, la Convención de las Naciones Unidas Contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional? (conocida como Convención de Palermo) y 
la Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico llícito de Estupefacientes y 
Sustancias Psicotrópicas de 1988. 


Dispositivos anteriores en los que no se prevé como tal la figura de extinción 
de dominio. Sin embargo, si establecen como una de las formas de combate a estos 
grupos organizados las acciones civiles que puedan ejercitarse en contra de las 
estructuras financieras de estas asociaciones para lograr la privación definitiva de los 
bienes de origen ilícito. 


2 Aprobada en Mérida, Yucatán en el año 2003. 


3 Suscrita en Palermo, Italia en el año 2000. 
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Otro antecedente que se tiene para la reforma constitucional del 2008, es la 
experiencia de Colombia que promulgó la ley 793 en el año de 2002, que deroga la 
diversa 333 de 1996 y que establece las reglas que gobiernan la extinción de dominio. 


Por otro lado, en México el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2012, estableció 
la necesidad de combatir al crimen organizado desde el vértice económico, sin 
dejar la lucha frontal que se entabla en su contra. Así, se da impulso a una reforma 
constitucional que ve luz en junio de 2008, naciendo la extinción de dominio. 


Procedimiento que como ya se apuntó, se encuentra encaminado al 
debilitamiento del sistema financiero de la delincuencia organizada bajo una figura 
civil que permite garantizar las etapas del debido proceso y que culmina con una 
sentencia. 


Tal figura jurídica obedece al incesante crecimiento de la delincuencia en 
México. El Estado, bajo la finalidad de combatir de manera frontal la delincuencia 
organizada, crea el instrumento que permite mermar económicamente a estos grupos 
delictivos teniendo como objetivo su debilitamiento en este sentido. 


Así, la extinción de dominio se introduce en nuestro sistema jurídico nacional 
mediante reforma del artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos de fecha 18 de junio del año 2008 que indica: 


“[...] No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona 
cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando la decrete una 
autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de 
un delito. Tampoco se considerará confiscación el decomiso que ordene la autoridad 
judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 
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109, la aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en 
los términos de las disposiciones aplicables, ni la de aquellos bienes cuyo dominio se 
declare extinto en sentencia [...]" 


Creándose como norma reglamentaria a esta disposición la Ley Federal de 
Extinción de Dominio promulgada el 29 de mayo de 2009. Posteriormente y para 
armonizar la legislación local, se reforma el artículo 12 de la Constitución Política del 
Estado de Guanajuato el 26 de febrero del año 2010, que prescribe: 


“(...) No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona 
cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando la decrete una 
autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de 
un delito. Tampoco se considerará confiscación el decomiso que ordene la autoridad 
judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 124 
fracción | de esta Constitución, la aplicación a favor del Estado de bienes asegurados 
que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables, ni la de aquellos 
bienes cuyo dominio se declare extinto en sentencia (...)”. 


Como consecuencia de tal reforma se expidió la Ley de Extinción de Dominio 
del Estado de Guanajuato, que entró en vigor el 1 de enero de 2012 y consta de 89 
artículos que se dividen en 3 títulos y 4 preceptos transitorios. El primer título es 
referente a disposiciones generales, el segundo regula el procedimiento de extinción 
de dominio y el tercero contiene las disposiciones finales. 
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111. Naturaleza jurídica 


a extinción de dominio regulada por el artículo 22 de la CPEUM y 12 de la CPEG 

tiene un carácter patrimonial, real y autónomo de cualquier otro procedimiento; 

por lo que necesariamente para entenderlo se requiere el análisis de conceptos 
jurídicos en materia civil como la propiedad, el dominio, los bienes y el patrimonio. 


1. Contenido patrimonial 


El patrimonio no se encuentra como tal definido en el Código Civil del Estado, 
sin embargo, se conceptualiza como el conjunto de poderes y deberes apreciables en 
dinero que tiene una persona.* 


El maestro Rojina Villegas, sostuvo que el patrimonio se define como un ”(...) 
conjunto de obligaciones y derechos susceptibles de una valorización pecuniaria, que 
constituyen una universalidad de derecho o bien una universitatis juris (...).”* 


Basta decir que el patrimonio tiene dos elementos: el activo y el pasivo. El 
primero lo constituye el conjunto de bienes y derechos apreciables en dinero, que 
generalmente se traducen en los derechos reales o personales. Por otro lado, el pasivo 
lo integran las obligaciones o deudas. 


4 Enciclopedia jurídica mexicana. Edición especial. México, 2008; p. 475 tomo V. 


5 Rojina Villegas, R: Bienes, derechos reales y sucesiones. Compendio de 
derecho civil; vigésima quinta edición. México 1994; p. 7. 
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El patrimonio se estudia desde dos vértices. El primero de ellos es la 
teoría clásica o llamada patrimonio-personalidad, que sostiene como premisas 
fundamentales las siguientes: solo las personas pueden tener un patrimonio, toda 
persona necesariamente debe tener un patrimonio, solo se puede tener un patrimonio 
y el patrimonio es inalienable. 


La otra teoría, llamada del patrimonio afectación, postula que siempre que 
encontremos un conjunto de bienes, derechos y obligaciones destinados a la realización 
de un fin determinado, se estará ante la presencia de un patrimonio. 


Analizadas estas teorías se logra claridad respecto a que la extinción de dominio 
es patrimonial, pues persigue los bienes y derechos que conforman ese patrimonio. 


Por el contrario, no se encamina a la extinción o disminución de derechos no 
patrimoniales como son los derechos políticos. 


2. Derecho real 


El origen de la expresión derechos reales proviene del derecho romano en el que 
se le conocía como ¡ura in re, es decir, derechos sobre la cosa. En este sistema jurídico 
se consideraba al derecho real como un poder o señorío inmediato sobre la cosa cuyo 
titular podía hacer valer frente a cualquiera, esto es, erga omnes (frente a todos). 


De lo anterior, se derivan las dos notas principales de los derechos reales. 
La primera que se tiene un poder inmediato y directo sobre la cosa, es decir, una 
inmediatividad o adherencia del derecho; este poder directo puede ser total, que se 
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advierte cuando solo una persona puede ejercerlo, o bien parcial, cuando diversos 
individuos pueden ejercitar derechos reales sobre el mismo bien. Esto último también 
conocido como elasticidad del dominio. 


La segunda nota atribuible a los derechos reales es entonces su calidad de 
erga omnes, en donde se sitúa un sujeto pasivo universal, al ser oponibles a todos los 
miembros de la sociedad exigiendo su respeto, sin que tienda a confundirse con un 
derecho absoluto, pues incluso los derechos reales cuentan con límites. 


Todo esto se ve reflejado en el propio artículo 828 del Código Civil del Estado, 
que dispone que el propietario de una cosa puede gozar o disponer de ella con las 
limitaciones y modalidades que fijen las leyes. 


Así pues, los derechos reales permiten perseguir el bien objeto del mismo, 
situación que como quedó anotado en párrafos anteriores, es lo que pretende la 
extinción de dominio: el bien y no el sujeto que es su titular o se ostenta como tal. 


El propio artículo 13 de la ley en comento precisa que aun y cuando haya 
fallecido el titular de los bienes o quien se ostente como tal, la acción de extinción 
subsiste, de lo que se advierte el carácter real de la misma.? 


3. Dominio 


Otro de los conceptos jurídicos que necesariamente deben analizarse es el de 
dominio, pues la propia denominación del procedimiento le hace referencia específica. 


6 Artículo 13. La muerte del inculpado, del dueño de los bienes o de quien se 
ostente o comporte como tal, no extingue la acción. 
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El dominio es conceptualizado por la Enciclopedia Jurídica Mexicana como 
“propiedad” y esta a su vez como “dominio que se ejerce sobre la cosa poseída”.” 


Sin embargo, estas acepciones no permiten identificar la palabra dominio, por 
lo que es necesario remitirse a la Real Academia de la Lengua Española que lo define 
como “poder que alguien tiene de usar y disponer de lo suyo”.* 


De tal suerte que la figura jurídica del dominio se puede encontrar en el 
concepto de propiedad que para el maestro Rojina Villegas es ”(...) el poder jurídico 
que una persona ejerce en forma directa e inmediata sobre una cosa para aprovecharla 
totalmente en sentido jurídico, siendo oponible este poder a un sujeto pasivo universal 
por virtud de una relación que se origina entre el titular y dicho sujeto. (...)"* 


Deeste concepto depropiedad, como es bien sabido, derivan tres características: 
el ¡us fruendi, el utendi y el abutendi, que son las facultades del titular de la propiedad 
o del dominio sobre una cosa para usar, disfrutar y aprovechar del bien. 


Estos elementos derivan directamente de la concepción romana de dominio que 
establece dominum est jus utend;, fruendi y abutendi de re quatenus juris ratio parítur. 
Esto es, el dominio es el derecho de usar, disfrutar y disponer de una cosa en tanto el 
derecho lo permita. 


4. Bienes 


7 Enciclopedia jurídica mexicana, Edición especial. México 2008; p.855 tomo V. 
8 RAE. http://dle.rae.es/?id=DglqVCc. 
9 Rojina Villegas, R.: Compendio de derecho..., p.79. 
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Para identificar el campo de la acción de extinción de dominio, señalaremos 
qué son los bienes y sobre ello se puede inicialmente precisar que son todos aquellos 
que es objeto de apropiación. 


De la gran variedad de clasificación de los bienes, solo nos enfocaremos en la 
división de muebles e inmuebles, la que se origina de la propia naturaleza de las cosas. 


Así, los bienes muebles son los que pueden trasladarse de un lugar a otro, ya 
sea por si mismos o por una fuerza externa. En contraposición, son inmuebles los que 
por naturaleza no pueden ser trasladados. 


Sin que pase por alto la división de los bienes de acuerdo a su fin, pues bajo esta 
óptica los bienes muebles pasan a ser inmuebles cuando por su naturaleza agrícola, 
industrial o comercial, son reputados como inmuebles por la propia ley. 


Finalmente, el artículo 2 de la Ley de Extinción de Dominio para el Estado de 
Guanajuato, establece que los bienes para efectos de la propia legislación, son todas 
aquellas cosas que pueden ser objeto de apropiación, sean muebles o inmuebles. Todo 
aquel derecho real o personal, así como los objetos, frutos y productos del mismo. 


Una vez analizados los conceptos anteriores, se tiene la certeza respecto a que 
la acción de extinción de dominio es real, pues persigue los bienes; es patrimonial, 
dado que se centra en el conjunto o universalidad de bienes y derechos de una persona. 


5. Autonomía del procedimiento 
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Prima facie se puede considerar que el procedimiento de extinción de dominio 
es penal. Esto derivado de la ubicación del fundamento constitucional del cual emana, 
pues recordemos que se encuentra inmerso en el artículo 22 de la Carta Magna. 


Sin embargo, la propia CPEUM como la CPEG y las leyes de la materia, 
establecen de manera expresa su autonomía bastando remitirnos a los artículos 11, 
13, 73 y 79 de la Ley de Extinción de Dominio: 


“Artículo 11. La extinción de dominio procederá en cualquier momento aun 
cuando no se haya dictado la sentencia que determine la responsabilidad penal, pero 
existan elementos suficientes para determinar que el hecho ilícito sucedió.” 


“Artículo 13. La muerte del inculpado, del dueño de los bienes o de quien se 
ostente o comporte como tal, no extingue la acción.” 


“Artículo 73. El no ejercicio, desistimiento o extinción de la acción penal, así 
como la absolución del demandado o del tercerista en el proceso penal por no haberse 
establecido su responsabilidad, o la no aplicación de la pena de decomiso de bienes, 
no tendrá efectos en la resolución que se dicte en el procedimiento de extinción de 
dominio.” 


“Artículo 79. La sentencia por la que se resuelva la improcedencia de la 
acción de extinción de dominio no prejuzga respecto de las medidas cautelares de 
aseguramiento con fines de decomiso, embargo precautorio para efectos de reparación 
del daño u otras que la autoridad ministerial o judicial a cargo de la investigación o 
proceso penal acuerde.” 
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De estos artículos se colige, sin duda alguna, que el procedimiento que en 
materia penal pudiese existir, es independiente de la extinción de dominio que se 
ejercite, pues no importa para emitir una sentencia en la cual se declare extinto el 
dominio de ciertos bienes, el que no haya sentencia de condena en materia penal o 
viceversa. 


Se refuerza también la autonomía con el carácter real que le otorga el artículo 
13 ya transcrito, al prescribir que la muerte del inculpado no extingue la acción, pues 
no lo persigue a él, solo a sus bienes. 


Sin embargo, esta autonomía no es total o absoluta, pues claramente requiere 
para su procedencia de figuras incorporadas a la materia penal y que incluso se 
considere que efectivamente sucedió el hecho ilícito. 


Así, la autonomía de la extinción de dominio respecto de un procedimiento penal 
es solo relativa,” pues necesariamente debe iniciarse por lo menos una indagatoria 
penal que continuará con el ejercicio de la acción respectiva en la cual se calificará si 
las conductas realizadas son consideradas como ilícitas en aquella materia. 


6. Similitud con otros procedimientos 


A. Decomiso 


10 Extinción de dominio. la autonomía a que se refiere el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entre el procedimiento 
relativo y el penal no es absoluta, sino relativa. Época: Décima Época. Registro: 
2008879 Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 2015, Tomo 
|. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a./J, 21/2015 (10a.). Página: 340. 
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No obstante, esta figura de extinción tiene parecido con el decomiso previsto 
por la materia penal por el mismo artículo constitucional ya citado. 


Sin embargo, las figuras son diferentes, pues mientras que en el decomiso 
*[...] es la privación de los bienes de una persona decretada por la autoridad judicial 
a favor del estado, aplicada como una sanción a una infracción”, en la extinción de 
dominio solo se requiere demostrar la existencia de un ilícito y que el bien objeto de 
tal extinción se engasta en alguno de los supuestos del artículo 10.*' 


Así, el decomiso se actualiza como una sanción en materia penal, mientras 
que la extinción de dominio no es una pena en materia civil. Por otro lado, en este 
procedimiento civil si se puede afectar el dominio de terceras personas, a las cuales 
se les otorga y salvaguarda su garantía de audiencia. 


B. Expropiación 


Podría pensarse también que esta figura tiene un tinte administrativo al guardar 
similitud con la expropiación. Ésta se define como el procedimiento que permite al 
Estado, mediante un fin de utilidad pública, transferir por vía de autoridad, de un 
particular al Estado, la propiedad de un inmueble mediante una indemnización previa, 
concomitante o bien, posterior. 


11 Extinción de dominio. es una acción civil y autónoma del procedimiento penal 
y de los juicios de amparo (Legislación del Distrito Federal). Época: Novena 
Época. Registro 162842. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito. Tesis Aislada. Fuente Semanario Judicial de la Federación. Tomo 
XXXIII, Febrero 2011. Tesis |. 30. C893 C. Pag. 2318. 
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La similitud con tal instrumento deriva de que en ambos el Estado despoja del 
dominio o propiedad de un bien a un particular en favor del propio Estado. Sin embargo, 
existen de entre varias, dos diferencias notables entre las dos figuras jurídicas, las 
cuales son: 


a) La expropiación se emplea para fines de utilidad pública, mientras que la 
extinción de dominio es una herramienta contra la lucha del crimen organizado; 


b) En la expropiación la pérdida del derecho del particular tiene una 
contraprestación y en la extinción de dominio no existe tal. Por ello, se considera que 
no es una expropiación.*? 


De todo lo anterior, es que se logra la identificación del procedimiento de 
extinción de dominio como de derecho civil, pues la propia legislación de esta materia 
prescribe en su artículo 3** fracciones | y ll, que la codificación supletoria a la Ley de 
Extinción de Dominio es el Código Procesal Civil y el Código Sustantivo Civil, ambos 
del Estado de Guanajuato. 


7. Notas características 


12 Extinción de dominio. la autonomía a que se refiere el artículo 22 de la CPEUM, 
entre el procedimiento relativo y el penal no es absoluta, sino relativa. Décima 
Época. Registro: 2008879. Primera Sala. Jurisprudencia. Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 2015, Tomo |. Constitucional. Tesis: 
1a./J. 21/2015 (10a.). Página: 340. 


13 Artículo 3. A falta de regulación suficiente en la presente Ley, se estará a 
las siguientes reglas de supletoriedad: |. En el procedimiento de extinción 
de dominio, serán aplicables las disposiciones contenidas en el Código de 
Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato; [...] y II!. En lo relativo 
a la materia sustantiva civil, a lo previsto por el Código Civil para el Estado de 
Guanajuato. 
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En estas circunstancias se infieren las características de este procedimiento, 
que son las siguientes: 


La extinción de dominio es autónoma e independiente de cualquier otro 
procedimiento, esto incluyendo al de naturaleza penal. 


Es una acción real, pues persigue el bien mueble o inmueble y no a la persona. 


No es una pena derivada de un ilícito regulado por la materia penal, pues no 
requiere la comprobación sobre la participación del demandado en el procedimiento 
como autor de un delito. 


Esta acción es de contenido patrimonial y de naturaleza civil. Debe declarar 
jurisdiccionalmente la extinción, lo que permite un adecuado seguimiento del debido 
proceso. 


Existe un catálogo de delitos sobre los cuales procede la extinción de 
dominio, por lo que hay correlación entre ésta y la materia penal, derivada de la clara 
dependencia del procedimiento de extinción de dominio a la existencia de un hecho 
ilícito tipificado por la legislación penal. 


De suerte tal que, aunque, los procedimientos son autónomos e independientes, 
tienen una relación en su origen, pues ambos requieren de la comisión de un delito. 
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IV. Partes en el procedimiento de extinción de dominio 


na vez identificado en materia civil, en la extinción de dominio existen al igual 

que en un procedimiento ordinario, una parte demandante y una demandada. Sin 

embargo, cuentan con peculiaridades que la hacen distinta, pues expresamente 
se regula la participación de terceristas al así establecerlo el artículo 18 de la citada 
legislación. 


La llamada trilogía procesal en materia civil se ve un tanto limitada en la 
extinción de dominio en razón de las partes que lo integran. Característica única de 
éste es la parte actora o accionante del mismo. 


El artículo 8 de la ley** en cita establece de manera expresa que solo el 
agente del Ministerio Público puede ejercitar la acción, lo que supone una conducta 
monopólica en su ejercicio. Lo anterior, se deriva de la representación social de la que 
se encuentra investida la Procuraduría de Justicia del Estado, así como la atribución 
de constituirse en parte demandante para someter la pretensión de extinción ante la 
autoridad judicial. 


Por otro lado, el demandado será la persona que se demuestre sea el dueño del 
bien ya mueble o inmueble, o en su caso de quien se ostente como tal. 


Bajo el panorama antes referido, el dueño del bien será la persona o personas 
que ejercen el señorío o dominio sobre el bien o bienes materia de la pretensión 
ejercitada por el Ministerio Público, o como expresamente lo establece el artículo 2 
fracción III, el propietario de los bienes o titular de los derechos. 


14 14 Artículo 8. El ejercicio de la acción de extinción de dominio corresponde al 
Ministerio Público. 
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Sin embargo, la extinción de dominio no solo se entabla en contra del dueño, 
sino también de quien se ostente como tal. Es decir, quien sin ser el dueño se exteriorice 
como su dominador. 


Pero también en esta relación procesal se tiene como figura a los terceros, 
que resultan ser las personas que no siendo titulares de los bienes materia del juicio, 
comparecen para deducir un derecho propio sobre los mismos, dado que estiman que 
la procedencia de la acción les impacta en su esfera jurídica, situación en la cual se 
encuentran por ejemplo, la esposa e hijos que habitan un inmueble cuyo titular es el 
esposo y del que se pretende la extinción de dominio. 
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V Competencia 


| haberse establecido que la extinción de dominio es de materia civil supone 
entonces que la competencia para dirimir las cuestiones que se susciten en 
torno a ella recae en un juez de partido civil. No obstante, otra singularidad de 
este procedimiento es la especialización de los jueces que conocen de estos asuntos. 


La especialización en esta materia la otorga el artículo 2 fracción IV, que 
se complementa con el diverso 17** de la propia ley que establece que los tribunales 
especializados tienen su sede o despacho en la ciudad de Guanajuato. 


Sin embargo, para el conocimiento de la causa en una segunda instancia, no 
existe especialización de las Salas del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, pues 
cualquiera de ellas tiene la oportunidad de conocer del recurso de apelación. 


15 Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: [...] IV. Juez 
especializado: el Juez especializado en materia de extinción de dominio del 
Poder Judicial del estado de Guanajuato. 


16 Artículo 17. Los Jueces especializados son competentes para conocer del 
procedimiento de extinción de dominio. Los Jueces especializados tendrán su 
sede en la ciudad de Guanajuato y serán competentes en todo el estado. Para 
el conocimiento de los medios de impugnación serán competentes las Salas en 
materia civil del Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 
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VI. Ámbito de aplicación 


orrelacionado con la competencia se encuentra el ámbito de aplicación de la 

Ley de Extinción de Dominio. Este procedimiento se aplica a los actos o hechos 

ilícitos cometidos dentro del Estado de Guanajuato, así como a los cometidos 
fuera de éste, pero que tiendan a causar un daño en el mismo, siempre y cuando no 
hayan sido materia de sentencia ejecutoriada en extinción de dominio en cualquier 
otro lugar.” 


Esto se concatena con las disposiciones contenidas en el código sustantivo 
civil del Estado en sus artículos 12 y 13, que prescriben que cuando los efectos de 
actos jurídicos realizados del Estado se ejecuten en Guanajuato, se atenderá a la 
legislación de esta Entidad Federativa, así como que los bienes muebles e inmuebles 
dentro del Estado se sujetaran a las leyes del mismo. 


17 Artículo 5. La presente Ley se aplicará por los hechos ilícitos cometidos dentro 
del estado de Guanajuato y por los cometidos fuera de éste, cuando causen o 
estén destinados a causar efectos dentro del mismo y no se haya pronunciado 
sentencia ejecutoriada de extinción de dominio en cualquier otro lugar. 
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VII. Delitos y bienes 


ajo el panorama expuesto, es necesario ahora puntualizar que la acción de 

extinción de dominio tiene un catálogo numeroso de delitos sobre los cuales 

puede ejercitarse, así como también una lista de bienes sobre los que recaerá 
la misma. 


1 Delitos 


Los delitos sobre los que procede la acción de extinción de dominio están 
consagrados en el propio artículo 22 de la CPEUM** y su correlativo 12 de la CPEG, 
que fueron íntegramente recogidos por el artículo 10 de la Ley de Extinción de 
Dominio, siendo los siguientes: 


“Artículo 10. El procedimiento de extinción de dominio sólo procederá en los 
casos de delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos, trata de personas y el 
enriquecimiento ilícito...” 


Identificados los delitos debe destacarse que para la procedencia de la acción, 
como ya se puntualizó, no es necesaria una sentencia de condena en materia penal, 
sin embargo, si debe acreditase la comisión de un ilícito. Para ello, el artículo 12 de 
la citada legislación precisa que se considerará que se cometió un ilícito cuando se 
acrediten los elementos que integren la definición legal de los delitos a que se refiere 


El artículo 10, por lo que se considera oportuno precisar las definiciones legales 
de estos ilícitos contenidas en el CPG, y en las leyes especiales. 
18 Los delitos contenidos en el art. 22 CPEUM y 10 de la Ley de Extinción de 


Dominio de Guanajuato se amplian en virtud de la reforma al propio artículo 22 
constitucional. 
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Secuestro: 
Artículo 9 de la LGS. 
“(...) si la privación de la libertad se efectúa con el propósito de: 


a. Obtener, para sí o para un tercero, rescate o cualquier beneficio; 

b. Detener en calidad de rehén a una persona y amenazar con privarla de la vida 
o con causarle daño, para obligar a sus familiares o a un particular a que 
realice o deje de realizar un acto cualquiera; 

c. Causar daño o perjuicio a la persona privada de la libertad o a terceros; o 

d. Cometer secuestro exprés, desde el momento mismo de su realización, 
entendiéndose por éste, el que, para ejecutar los delitos de robo o extorsión, 
prive de la libertad a otro. Lo anterior, con independencia de las demás 
sanciones que conforme a esta Ley le correspondan por otros delitos que de 
su conducta resulten.” 


Robo de vehículos: 


Artículo 191 del CPG. A quien se apodere de una cosa mueble y ajena, sin 
consentimiento de quien legítimamente pueda disponer de ella, se le aplicarán las 
siguientes sanciones: 


Trata de personas: 


Artículo 10 de la LGATP 
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“Toda acción u omisión dolosa de una o varias personas para captar, enganchar, 
transportar, transferir, retener, entregar, recibir o alojar a una o varias personas con 
fines de explotación se le impondrá de 5 a 15 años de prisión y de un mil a veinte 
mil días multa, sin perjuicio de las sanciones que correspondan para cada uno de 
los delitos cometidos, previstos y sancionados en esta Ley y en los códigos penales 
correspondientes. 


Se entenderá por explotación de una persona a: 


l. La esclavitud, de conformidad con el artículo 11 de la presente Ley; 

II. La condición de siervo, de conformidad con el artículo 12 de la presente Ley; 
III. La prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, en los términos de 
los artículos 13 a 20 de la presente Ley; 

IV. La explotación laboral, en los términos del artículo 21 de la presente Ley; 

V. El trabajo o servicios forzados, en los términos del artículo 22 de la presente 
Ley; 

VI. La mendicidad forzosa, en los términos del artículo 24 de la presente Ley; 

VII. La utilización de personas menores de dieciocho años en actividades delictivas, 
en los términos del artículo 25 de la presente Ley; 

VIII. La adopción ilegal de persona menor de dieciocho años, en los términos de los 
artículos 26 y 27 de la presente Ley; 

IX. El matrimonio forzoso o servil, en los términos del artículo 28 de la presente 
Ley, así como la situación prevista en el artículo 29; 

X. Tráfico de órganos, tejidos y células de seres humanos vivos, en los términos 
del artículo 30 de la presente Ley; y 

XI. Experimentación biomédica ilícita en seres humanos, en los términos del 
artículo 31 de la presente Ley.” 
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Enriquecimiento ilícito: 


Artículo 250 del CPG. Al servidor público que durante el tiempo de su cargo y 
por motivos del mismo, aumente ilícitamente su patrimonio o se conduzca como dueño 
de bienes no incluidos formalmente en aquél, se le aplicará de tres a doce años de 
prisión y de treinta a ciento veinte días multa. 


Para efectos del párrafo anterior, se computarán entre los bienes que 
adquieran los servidores públicos o con respecto de los cuales se conduzcan como 
dueños, a los que reciban o de los que dispongan su cónyuge, concubina, concubinario, 
y ascendientes y descendientes en primer grado. 


Las mismas sanciones se aplicarán a quien haga figurar como suyos bienes 
que el servidor público adquiera o haya adquirido ilícitamente, a sabiendas de esa 
circunstancia. 


Por lo que hace a los delitos contra la salud, se debe puntualizar que solo se 
refiere al narcomenudeo sobre la cual la Ley General de Salud establece competencia 
en las entidades federativas. 


2. Bienes 


Los bienes que son materia de la pretensión de extinción son los que señala el 
propio artículo 10 de la ley de la materia: 
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Aquellos que son instrumento, objeto o producto del delito. Para identificar 
tales conceptos diremos que los instrumentos se identifican con los objetos 
físicos utilizados para cometer el delito; los objetos del delito son los bienes 
sobre los que recae la conducta y finalmente el producto del delito, son los 
bienes derivados de manera directa o indirecta con la conducta delictiva. 

Los que han sido utilizados o destinados a ocultar o mezclar bienes producto 
del delito. Por mezcla se debe entender el sumar incorporar o aplicar dos o 
más bienes y por ocultar el esconder, disimular o transformar los bienes.** 
Los que estén siendo utilizados para la comisión de delitos por un tercero, si 
su dueño tuvo conocimiento de ello y no lo notificó a la autoridad o hizo algo 
para impedirlo. 

Los que estén intitulados a nombre de terceros y existan suficientes elementos 
para determinar que son producto de delitos patrimoniales y el acusado 
por estos delitos se ostente o comporte como dueño. En este supuesto se 
encuentran los testaferros o comúnmente llamados prestanombres. 


Artículo 2 fracciones V y VI Ley de Extinción de Dominio del Estado de 
Guanajuato. 


151 


inción de domi 


Ext 


Extinción de dominio 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


152 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Conclusiones 


l incesante trabajo de las autoridades contra la delincuencia organizada no podía 
estar orientado en una única vertiente policial, requería indiscutiblemente de 
otro enfoque para lograr abatir eficazmente la criminalidad. 


La extinción de dominio es una herramienta útil para tal empresa, pues su 
finalidad es el debilitamiento de la economía de estos grupos criminales, otorgando 
para ello, todas las bondades de un procedimiento civil. Lo que supone de suyo la 
salvaguarda del debido proceso respetando en todo momento la garantía de audiencia 
tanto para los dueños de los bienes, quienes se ostenten como tales, e incluso para 
los terceros que integren el procedimiento. 


Es cierto que el índice de asuntos en esta materia no es abundante, pero 
también se logra certeza respecto a que ha ido en aumento la pretensión del Ministerio 
Público en este aspecto, lo cual indica que con el tiempo, logrará su objetivo la reforma 
constitucional del 2008 al artículo 22 de la CPEUM. 


Por otro lado, se espera que la reforma a los artículos 22 y Fracción XXX 
del 73 de la CPEUM sea una evolución eficaz en materia de extinción de dominio, al 
incrementar el listado de los delitos sobre los cuales se puede ejercitar tal acción, entre 
ellos los relacionados con casos de corrupción, así como el robo de hidrocarburos, que 
en Guanajuato y en varias entidades del país ha creado un problema social de gran 
magnitud. 


Quedan en la pluma diversas inquietudes. Entre otras, si en este procedimiento 
se aplica la presunción de inocencia y si las reglas de la carga de la prueba se aplican 
de igual forma tanto al tercerista como a las partes. 
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Finalmente, resta apuntar que la extinción de dominio es un procedimiento que, 
como en cualquier otra materia, ante la cada vez más incesante ola delictiva, requiere 
evolucionar para lograr su fin por el que fue creado: abatir la delincuencia organizada 
desde su aspecto patrimonial y financiero. 
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